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CAPÍTULO CUARTO

LAS MODIFICACIONES EN EL MARCO JURÍDICO, 1982-1996

En el capítulo anterior revisamos el estado de la sociedad mexicana en los últi-
mos veinte años. Concluimos que, como resultado de dinámicas internas y ex-
ternas, el país que encontramos es diferente al que existía a mediados de siglo.
Sin embargo, este proceso no fue unívoco ni uniforme. Lejos de encontrar una
línea de continuidad que permita trazar ‘‘avances’’ hacia un horizonte imaginario
----subyacente en la idea de modernización=progreso=homologación con los paí-
ses desarrollados----1 tenemos un espacio fragmentado, interconectado por vecto-
res que van de lo local a lo global, de lo nacional a lo internacional, de lo político
a lo económico, de las relaciones colectivas a las individuales, del autoritarismo a
la pluralidad, de la pobreza extrema a la opulencia.

Intencionalmente dejamos un vacío en el capítulo anterior, que corresponde
al cambio en el ámbito normativo y, específicamente, en el jurídico. Este capítulo
pretende analizar de manera detallada esta cuestión en el periodo que va de
diciembre de 1982 a diciembre de 1996. El análisis supone problemas teóricos
y metodológicos escasamente discutidos en la bibliografía nacional y, por ello, em-
prendemos el camino más como un experimento que como un método probado.
Por esta razón, consideramos necesario plantear algunos de los debates subya-
centes a fin de ubicar los límites de esta investigación.

Como señalamos en el capítulo preliminar de este trabajo, es posible construir
el objeto de estudio ‘‘derecho’’ desde diferentes perspectivas, según sea el punto
de vista del observador. En este caso, admitiendo la especificidad interna del
subsistema jurídico,2 vamos a intentar conectar la reacción de éste frente a los
cambios en los otros subsistemas sociales. En otras palabras, suponiendo modi-
ficaciones en el ámbito económico, político o social, se trata de determinar cómo
afectan éstas al subsistema jurídico,3 tanto en sus elementos normativos e insti-
tucionales, como en aquéllos relacionados con la cultura jurídica.
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1 Véase Giménez, Gilberto, ‘‘Modernización, cultura e identidades tradicionales en México’’,
Revista Mexicana de Sociología, vol. LVI, núm. 4, 1994, p. 256.

2 Nos referimos a subsistema por referencia al ‘‘sistema total’’ que es la sociedad. Véase el
capítulo preliminar, sección I, B, 2.

3 Respecto de los elementos del sistema jurídico, véase supra sección I, B, 2 del capítulo pre-
liminar de este trabajo.



En realidad, la cuestión de las relaciones entre los subsistemas sociales y el
jurídico no es nueva y, tanto la historia del derecho4 como otras disciplinas5 han
abordado esta problemática. En general, se admite que no existe una relación
lineal de causa-efecto, sino que se trata de relaciones complejas que involucran,
entre otros factores, el funcionamiento institucional, el contenido mismo de las
normas y las expectativas de los agentes sociales que las utilizan.

Reformulando el problema, las preguntas que se plantean son: ¿puede el de-
recho contribuir al proceso de cambio en una sociedad y cómo lo hace? y, al-
ternativamente, ¿se modifica el derecho cuando una sociedad cambia? y, en este
caso, ¿cuáles son las consecuencias en el derecho y en la misma sociedad? Cada
una de estas preguntas supone implícitamente una posición respecto de la fun-
ción, real o supuesta, que desempeña el derecho en una sociedad. Nos parece
que estas preguntas, más que alternativas, son complementarias, pues la comple-
jidad de las relaciones entre los subsistemas sociales no permite explicaciones
causa-efecto. Por ello, la respuesta depende en mucho del acento en el análisis
de un problema en un momento determinado.

El análisis que proponemos a continuación busca demostrar, en primer térmi-
no, que el subsistema jurídico mexicano sufrió una transformación sustantiva en
los últimos quince años.6 En segundo lugar, que una parte importante de esta
transformación fue el resultado directo de los cambios en el modelo económico,
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4 Véase, entre otros muchos ejemplos, el trabajo de Tigar, Michael E., y Levy, Madeleine R.,
El derecho y el ascenso del capitalismo, tr. de Nicolás Grab, 3a. ed., México, Siglo XXI, 1986, y
los ensayos contenidos en González, María del Refugio (ed.), Historia del derecho, México, UAM-
Instituto Mora, 1992. Un ejemplo concreto en González, María del Refugio, El derecho civil en
México 1821-1871. Apuntes para su estudio, México, UNAM, 1988 (en especial la tercera parte ‘‘El
derecho en transición’’, pp. 115-138).

5 La literatura en esta materia es muy amplia y únicamente hacemos referencia a algunos tra-
bajos que resultan significativos: Snyder, Francis G., ‘‘Law and Development in the Light of De-
pendency Theory’’, Law and Society Review, vol. 14, núm. 3, 1980, pp. 723-804; Farber, Daniel A.,
y Frickey, Philip P., Law and Public Choice. A Critical Introduction, Chicago, University of Chicago
Press, 1991; Kulcsár, Kálmán, Modernization and Law, tr. del húngaro de Vera Gáthy, Budapest,
Akadémiai Kiadó, 1992; Hirsch, Werner Z., Law and Economics. An Introductory Analysis, 2a ed.,
Boston, Academic Press, 1988; Komesar, Neil K., Imperfect Alternative. Choosing Institutions in
Law, Economics and Public Policy, Chicago, The University of Chicago Press, 1994. En México, véase
Fix Fierro, Héctor, La eficiencia de la justicia. Una aproximación y una propuesta, México, UNAM,
Cuadernos para la reforma de la justicia 1, 1995.

6 Vale la pena advertir que no es la primera vez que existe un cambio de esta envergadura en
la historia del derecho en México. El siglo XIX es testigo de modificaciones profundas en el derecho,
situación que lo hace, por una razón u otra, un momento de transición. Al respecto, María del Refugio
González en su libro El derecho civil en México 1821-1871. Apuntes para su estudio, op. cit. supra,
nota 4, dice: ‘‘[...] hay que insistir en que pueden diferenciarse dos tipos de transición. Una de ellas
alude, pues, a la modificación y transformación de un modo de ver el mundo del derecho y se basa
en la existencia de una manera diferente de ver y concebir la acción estatal y la propia sociedad, y
la otra se refiere meramente a los problemas planteados en la propia administración de justicia a
consecuencia de haberse realizado la propia transición. A la primera, para poder diferenciarlas, pre-
fiero llamarla amplia, y a la segunda, restringida’’ (p. 18).



político y social de México. Es decir, que a un ‘‘país nuevo’’ corresponde un
‘‘derecho nuevo’’. Tercero, que si bien los cambios al marco normativo eran
presupuestos necesarios para la acción del Estado, aquéllos no correspondieron
a una agenda legislativa explícita, sino que fueron dándose de manera fragmen-
tada y casuística. Ésto genera problemas de compatibilidad al momento de reto-
mar la necesaria presunción de coherencia de un subsistema jurídico cuando se
le analiza desde un punto de vista interno. Cuarto, que la importancia de los
instrumentos jurídicos internacionales es cada vez mayor en el subsistema jurídico
interno, y que este último se encuentra insuficientemente preparado para recibir-
los. Quinto, que el entramado institucional también fue modificado para crear
una red compleja de órganos que ejercen funciones teóricamente asignadas al
Poder Judicial, pero que en la realidad éste cumplía insuficientemente. Finalmen-
te, que los cambios suponen un modelo en transición, donde las expectativas de
los agentes sociales frente al derecho varían significativamente.

El análisis de los datos empíricos implicó resolver algunos problemas impor-
tantes; en particular, la elección del periodo analizado. Es bien sabido que en
México la mayor parte de las reformas legislativas se generan desde el Poder
Ejecutivo y que cada presidente ha modificado la legislación nacional; la ‘‘legis-
manía’’ ha caracterizado al subsistema jurídico mexicano desde hace mucho
tiempo. Sin embargo, la cantidad y calidad de los cambios legislativos obligan
a suponer que los cambios no fueron superficiales, sino que algo profundo se
transformó.

Establecimos en el capítulo anterior que el momento de ruptura, al menos
respecto del modelo económico, se dio a partir de 1982, momento que coincide
con otra serie de transformaciones y la llegada a la presidencia de la República
de Miguel de la Madrid. Por ello, tomamos el mes de diciembre de 1982 como
el punto de partida para iniciar el análisis. Las modificaciones han continuado
ininterrumpidamente desde esa fecha. La necesidad de concluir el estudio nos
obligó a fijar como fecha de corte el mes de diciembre de 1996. Sería necesario
continuar el estudio en un periodo de tiempo más largo para poder verificar la
validez de algunas de las hipótesis.

La cantidad de información que supone un estudio de conjunto obliga a ciertas
generalizaciones que, en análisis más detallados, admitirían seguramente matices
importantes. El objetivo principal de esta parte del trabajo es documentar las
grandes líneas del cambio, que podrán ser discutidas en estudios posteriores con
las peculiaridades propias de cada materia.

A continuación presentaremos los resultados del análisis. Revisaremos los as-
pectos cuantitativos (I), para en un segunda parte proceder a un análisis cualita-
tivo (II).
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I. LOS ASPECTOS CUANTITATIVOS

Antes de entrar en el análisis específico (B) es necesario precisar la metodo-
logía que se utilizó (A).

A. Cuestiones metodológicas

En esta sección se hace un análisis cuantitativo de documentos jurídicos, inde-
pendiente del análisis de su contenido. Se intenta poner en evidencia, a través
de su cuantificación, las variaciones en la actividad legislativa en sentido amplio,
para poder hacer las correlaciones con los factores económicos, políticos y so-
ciales antes señalados.7

El análisis comprende las modificaciones a la Constitución Política de Los
Estados Unidos Mexicanos y a la legislación federal, excluyendo la legislación
aplicable al Distrito Federal, emitida por el Congreso de la Unión dentro del
periodo que va del 1 de diciembre de 1982 al 31 de diciembre de 1996. Los
reglamentos constituyen, sin duda, un elemento clave del subsistema jurídico
mexicano; en particular, por el uso de la denominada ‘‘facultad reglamentaria’’
del Ejecutivo federal. En algunos casos, aprovechando las lagunas de la ley o
ante las dificultades políticas que supone la aprobación de un texto legislativo
en el Congreso, el Ejecutivo ha utilizado la vía reglamentaria para modificar, de
hecho, el texto de una ley.8 Sin embargo, en el análisis que realizamos, exclui-
mos estos instrumentos. La principal razón para esto deriva de las enormes di-
ficultades que existen para su compilación y análisis, las cuales hubieran
requerido una inversión de tiempo y recursos con los cuales no contamos. Por
otro lado, consideramos que el análisis al nivel de ley es suficiente para probar
las hipótesis planteadas; reconocemos, sin embargo, que hubiera sido deseable
poder incluir los reglamentos en el análisis.

Aunque teóricamente es posible,9 tampoco se realiza un ejercicio cuantitativo
respecto de la actividad de los tribunales federales, pues hubiera requerido el
acceso y sistematización de una masa de información que no es disponible pú-
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7 Sobre este procedimiento, véase Carbonnier, Jean, Sociologie juridique, París, Presses Uni-
versitaires de France, 1978, pp. 286-290; Perrin, Jean-François, Introduction à la sociologie empiri-
que du droit, Ginebra, Universidad de Ginebra, Centre d’Etude de Technique et d’Evaluation
Legislatives, 1987.

8 Éste es el caso, por ejemplo, del Reglamento de la Ley para Promover la Inversión Mexicana
y Regular la Inversión Extranjera, publicado el 16 de mayo de 1989. Este reglamento modificó los
criterios de inversión establecidos en la ley del mismo nombre publicada en 1973 y, por la vía
reglamentaria, permitió la inversión extrajera en sectores donde la ley no lo hacía.

9 Carbonnier, op. cit. supra, nota 7, pp. 268 y ss.



blicamente.10 Ésta es otra laguna del trabajo que abre las puertas a un ejercicio
que sería muy interesante de realizar en un futuro.

El trabajo iniciará por la Constitución, que es un documento único; por ello,
el análisis intenta recoger el número de modificaciones que tuvo en el periodo
que se analiza. Esta cuestión, que parece simple, no lo es tanto, pues existen
distintas maneras de contabilizar las modificaciones a la Constitución. En efecto,
la contabilidad puede hacerse por el número de iniciativas (una iniciativa puede
modificar uno o varios artículos), por el número de artículos modificados, o por
el número de veces que un mismo artículo fue modificado. Con la intención de
ser exhaustivos, tomamos esta última opción.

El análisis cuantitativo de las modificaciones a la legislación supone resolver
un problema mucho más complejo. Durante el periodo que analizamos, la can-
tidad de modificaciones legislativas fue enorme y, en varios casos, una misma
ley fue expedida más de una vez, o modificada en múltiples ocasiones. Por ello,
fue necesario simplificar al máximo la línea de análisis con el objeto de poder
establecer un criterio uniforme de contabilidad. Éste consistió en tomar dos fe-
chas como referencia. La primera es la fecha de promulgación más reciente de
una ley vigente determinada. La segunda es la fecha de la última reforma efec-
tuada a una ley vigente. Este sistema permite cuantificar, de manera simple, los
cambios al conjunto de la legislación. Tiene, sin embargo, limitaciones impor-
tantes. Por una parte, no permite seguir las secuencias de cambio sobre una ley
en un periodo determinado. Por otra, tampoco permite calificar la importancia
de una reforma determinada (en ocasiones, una iniciativa de reformas puede mo-
dificar de manera muy significativa una ley, de modo que podría considerarse
nueva; en otras, la iniciativa sólo implica ajustes menores a algunos de sus ar-
tículos). Aunque somos conscientes de estas limitaciones, creemos que los re-
sultados son suficientemente contundentes como para paliar las limitaciones del
método empleado.

Una dificultad adicional es la manera de cuantificar las modificaciones a los
Códigos federales. Para efectos del análisis, los contabilizamos como una ley
federal ordinaria. Sin embargo, con los Códigos Civil, Penal y de Comercio fe-
derales, realizamos un análisis, artículo por artículo, similar al efectuado con la
Constitución, con objeto de lograr mayor precisión en la dimensión de sus mo-
dificaciones.

En todos los casos aplicables a la Constitución y la legislación federal, los
datos fueron obtenidos y verificados con el texto publicado en el Diario Oficial
de la Federación.
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10 En efecto, hubiera sido necesario contar con estadísticas confiables sobre la actividad de los
tribunales federales en series de tiempo comparables, además de acceso a un número suficiente de
decisiones para poder establecer una muestra significativa a partir de la cual realizar el análisis.



El análisis cuantitativo de los tratados internacionales implicó un problema
radicalmente diferente. En este caso, reina el caos en su recopilación, en la de-
terminación de cuáles están vigentes, cuándo fueron aprobados y, en ocasiones,
cuándo y si fueron publicados. Creemos, como expondremos adelante, que esto
no es casual. Por el momento, debemos señalar que significó una dificultad ma-
yor en la recopilación de los datos, que no pudo ser subsanada adecuadamente.
Por otro lado, éstos siguen en su proceso de aprobación y entrada en vigor una
lógica distinta a la de la legislación interna; por ello, su cuantificación durante
un periodo específico tiene un valor distinto. Adicionalmente, lograr la exhaus-
tividad en su análisis es una misión que hubiera requerido una inversión extraordi-
naria en tiempo para verificar los datos en el Diario Oficial de la Federación.11

Por las razones anteriores, adoptamos en su recopilación una estrategia dife-
rente. En primer lugar, reducimos el universo a sectores seleccionados que, según
lo expuesto en el capítulo segundo de este trabajo, comprenden algunos de los
ámbitos donde es posible proponer que existe una ‘‘globalización’’ del derecho
y que principalmente son los derechos humanos, el derecho ambiental interna-
cional y el derecho económico internacional, incluyendo en este último caso los
instrumentos aplicables a los servicios y la propiedad intelectual. En segundo
lugar, el periodo analizado incluye, en la medida de lo posible, todos los tratados
multilaterales firmados por México, ratificados por el Senado y eventualmente
publicados en el Diario Oficial de la Federación. Esta forma de agruparlos per-
mite mostrar la importancia relativa y creciente de estos instrumentos dentro de
la legislación interna.12

Después de estas aclaraciones, procederemos a continuación a presentar, de
forma esquemática, los resultados del análisis.

B. Las modificaciones en el marco jurídico

Consideraremos en primer término los cambios cuantitativos realizados a la
Constitución (1), para referirnos después a aquéllos de la legislación federal (2).
Finalmente, haremos referencia a los tratados internacionales (3).
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11 La publicación elaborada por el Senado de la República tiene un número importante de im-
precisiones o datos faltantes. Además, los índices comprenden únicamente hasta el año de 1993.
Para efectos de este trabajo, y con objeto de incluir hasta el año de 1996, realizamos el análisis de
los índices del Diario Oficial de la Federación de 1992 a 1996. Alejandro Castillo y José Ruiz
realizaron la benedictina labor de cotejar los datos en los acervos del Centro de Legislación y Ju-
risprudencia del Instituto de Investigaciones Jurídicas.

12 Esta importancia podría medirse (1) no sólo por su número y la naturaleza de los tratados
firmados, sino también por (2) los cambios legislativos que desencadenan esos tratados y (3) por el
número y tipo de controversias que se plantean ante los tribunales. Este estudio intenta demostrar
que las condiciones 1 y 2 se cumplen (véase infra). La tercera, aunque se insinúa en algunas deci-
siones que citamos, requeriría de un análisis que este trabajo no realiza.



1. La Constitución

La Constitución de 1917 es considerada como el pilar que sustenta todo el
sistema jurídico mexicano, el cual, para efectos de la explicación, considerare-
mos como un subsistema del sistema social global, según se explicó en el capí-
tulo preliminar de este trabajo.13 Además del valor jurídico, ésta tiene también
un significado político y simbólico mayor.14 Formalmente, la Constitución me-
xicana es de carácter rígido; pues, para modificarla, debe intervenir un órgano
especial, el ‘‘poder revisor’’, y desarrollarse un procedimiento específico de re-
forma.15 Sin embargo, en la práctica, no ha sido difícil modificarla y ésta ha
sufrido reformas en innumerables ocasiones. La doctrina ha explicado esta situa-
ción tanto por razones propias del funcionamiento del sistema político mexicano;
en particular, el predominio del presidente de la República, como por el valor
que se le atribuye a la Constitución.16

Aunque los cambios a la Constitución se han acumulado a lo largo de los
periodos sexenales, un número muy significativo de ellos se realizó en el que
analizamos.17 En efecto, la gráfica que presentamos a continuación muestra el
número de cambios constitucionales realizados por cada presidente desde 1917.
Como podrá apreciarse, prácticamente todos los presidentes han modificado
la Constitución, pero el número de reformas se incrementa a partir de 1970, en
una línea de crecimiento continua. Debe hacerse notar que, aunque la gráfica
desciende en el periodo del presidente Zedillo, los datos incluyen únicamente las
reformas efectuadas hasta diciembre de 1996; es decir, comprenden únicamente
dos años del sexenio. Por ello, la tendencia al incremento en el número de cam-
bios parecería entonces confirmarse.
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13 Véase supra capítulo preliminar, sección I, B, 2.
14 Véase, infra capítulo quinto de este trabajo.
15 Véase Carpizo, Jorge, y Madrazo, Jorge, ‘‘Derecho Constitucional’’, El derecho en México,

una visión de conjunto, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 1991, vol. 3, pp.
1,710-1,711.

16 Los mismos autores afirman que ‘‘[...] en la realidad la Constitución mexicana ha mostrado
que es flexible, y se le reforma [...] porque se cree en ella [...]; porque se piensa que la respetan y
la cumplen no sólo los destinatarios del poder, sino también los detentadores; porque se cree que al
agotarse casuísticamente las posibles incidencias del Estado, se logra la garantía de que esa vida
correrá por los cauces constitucionales’’. Ibidem, p. 1,712.

17 El anexo 1 de este trabajo precisa cada una de las modificaciones constitucionales realizadas
entre el primero de diciembre de 1982 y el 31 de diciembre de 1996.











Una de las características más importantes de las reformas que analizamos
fue la modificación de algunos artículos constitucionales que contenían lo que
algunos especialistas han denominado como los ‘‘principios básicos’’ de la Cons-
titución mexicana.18 En efecto, las modificaciones incluyen los ámbitos de los de-
rechos humanos (i. e. educación, salud, vivienda y garantías de proceso penal),
de las comunidades indígenas, el económico, el agrario, el electoral, la estructura
y funciones del Congreso (Cámara de Diputados, de Senadores y Comisión Per-
manente), del Poder Ejecutivo y del Poder Judicial, la responsabilidad de servi-
dores públicos y relaciones Estado-Iglesia.19 El anexo 1 de este trabajo presenta
un examen de cada una de las reformas constitucionales durante el periodo que
analizamos.20

Las modificaciones acumuladas desde 1917 han transformado sustancialmente
el rostro de la Constitución mexicana. Aunque ésta conserva aún características
que preservan su identidad, su contenido y el diseño institucional es distinto al que
contenía originalmente. Esto no debe sorprendernos, pues, si la realidad del país
se ha modificado, sería irreal pensar que la Constitución se mantuviera intacta.
Lo que nos importa es destacar que, en los últimos años, las reformas constitu-
cionales han modificado algunos elementos que habían sido considerados piedras
angulares del sistema; en particular, las reformas a los artículos 3, 4, 26, 27, 28,
94, 41, y 130. Esto significa que al diseño original se sobrepuesto un ‘‘nuevo
modelo’’, causa y consecuencia de las transformaciones que ha sufrido el país.
Este ‘‘modelo’’ de diseño imperfecto coexiste, al menos en ciertos elementos, en
tensión con el otro. Esto tiene importantes consecuencias jurídicas, políticas y
simbólicas que, como veremos adelante, crean y reproducen las condiciones rea-
les del país. El reciente debate sobre una nueva Constitución se inscribe en este
contexto y muestra bien la dificultad que genera la situación actual.21 Las refor-
mas constitucionales son apenas el aspecto más visible del cambio efectuado en
el subsistema jurídico mexicano; por ello, analizaremos en seguida la situación
a nivel de la legislación federal.
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18 Éstos son: la declaración de derechos humanos, la soberanía, la división de poderes, el sis-
tema representativo, el régimen federal, la justicia constitucional y la supremacía del Estado sobre
las iglesias. Véase Carpizo, Jorge, op. cit. supra, nota 15, pp. 1,713 y ss.

19 Véase estudios específicos en Instituto de Investigaciones Jurídicas, La modernización del
derecho constitucional mexicano. Reformas constitucionales 1990-1993, México, UNAM, 1994.

20 Entre estas destacan las reformas a los artículos 3 (dos reformas), 4 (tres reformas), 27 (cuatro
reformas), 28 (cuatro reformas), 41 (tres reformas), 73 (nueve reformas), 76 (tres reformas), 79 y 94
(cuatro reformas cada uno), 97, 104 y 105 (tres reformas cada uno), 107 (cuatro reformas), 110 y
111 (tres reformas cada uno), 123 (cuatro reformas) y 130 (una reforma).

21 Véase por ejemplo Cárdenas Gracia, Jaime, Una Constitución para la democracia. Propues-
tas para un nuevo orden constitucional, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas,
1996, pp. 33-58.











ción, señalaremos los grandes sectores en los que se concentran los cambios.26

El anexo 4 contiene los detalles de publicación o reforma de cada ley agrupada
por sectores.

-- Economía: Éste es probablemente el sector donde los cambios fueron más
completos, pues incluyó modificaciones en el régimen de la planeación eco-
nómica, la deuda pública, la moneda, la inversión extranjera, el comercio
exterior, las aduanas, el petróleo, el gas, la energía eléctrica y nuclear, la mi-
nería, la pesca, el turismo, los bosques, el agua, el mar, la cinematografía, la
microindustria y la actividad artesanal, la protección al consumidor, la com-
petencia económica, la metrología y la normalización, la propiedad intelectual
y algunos aspectos de la expropiación.

-- Agricultura: Conjuntamente con las reformas al artículo 27 constitucional, la
mayor parte de la legislación en materia agraria se modificó para establecer
un nuevo régimen que incluyó una nueva Ley Agraria, la Ley Orgánica de
los Tribunales Agrarios, la Ley de Asociaciones Ganaderas y la Ley que Crea
el Fondo de Garantía y Fomento para la Agricultura, Ganadería y Avicultura.
A estas leyes se añaden las modificaciones en la regulación en materia de
sanidad vegetal, sanidad animal y otras reformas anteriores a la reforma cons-
titucional en materia de café, producción, certificación y comercio de semi-
llas, y distritos de desarrollo rural.

-- Banca y servicios financieros: Como señalamos en el capítulo tercero de este
trabajo,27 la reestructuración de los servicios de banca y crédito posteriores a
la privatización de la banca, la apertura financiera (i. e. la inversión extranjera
en instituciones de crédito y el establecimiento de filiales de bancos extran-
jeros en México) y la autonomía del banco central han sido unos de los ele-
mentos importantes en el nuevo diseño económico. Por ello, desde el punto de
vista sustantivo, ha habido importantes modificaciones en materia de institucio-
nes de crédito, mercado de valores, agrupaciones financieras, organizaciones
y actividades auxiliares del crédito, sociedades de inversión, instituciones y
sociedades mutualistas y de seguros e instituciones de fianzas. Desde el punto
de vista institucional, destacan las modificaciones en las leyes orgánicas del
Banco de México, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, el Patronato
del Ahorro Nacional, Nacional Financiera, los Bancos Nacional de Comercio
Interior, Nacional de Comercio Exterior, Nacional de Obras y Servicios Pú-
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26 La agrupación de la legislación en ‘‘sectores’’ es difícil, pues una misma ley puede clasifi-
carse en varios. Otras leyes, por su carácter sui generis, resisten la clasificación. Adicionalmente,
los criterios de categorización pueden ser múltiples. El ejercicio pretende únicamente destacar gran-
des conjuntos con criterios que, en última instancia, son arbitrarios.

27 Véase supra capítulo tercero, sección I, B, 2, c).



blicos, Nacional del Ejército, Fuerza Aérea y Armada y el Sistema Banrural
y la creación de la Afores.

-- Operaciones e instituciones mercantiles: Junto con los servicios financieros, se
modificó también el régimen de las operaciones e instituciones mercantiles; en
particular, algunos aspectos de los títulos y operaciones de crédito, las quie-
bras y suspensión de pagos, las sociedades mercantiles y las sociedades coo-
perativas. Se creó la figura de los corredores públicos, se modificó el Código
de Comercio, especialmente en materia de arbitraje comercial,28 y se expidió
una nueva Ley de Cámaras Empresariales.

-- Comunicaciones y transportes: Uno de los cambios regulatorios más signifi-
cativos se dio en el sector de comunicaciones y transportes el cual, con la
excepción del régimen de la radio y la televisión que sufrió cambios menores,
incluyó un nuevo régimen en materia de telecomunicaciones (incluido por vía
satélite), aviación civil, ferrocarriles, navegación, puertos, caminos, puentes y
autotransporte federal, servicio postal e información estadística y geográfica.

-- Administración pública: La reestructuración del Estado desde 1982 obligó a
frecuentes cambios en la legislación aplicable a la organización y funciones
de la administración pública, incluyendo algunos de sus organismos descen-
tralizados más importantes. En esta materia encontramos cambios en las leyes
orgánicas de la administración pública federal, de las entidades paraestatales,
del servicio exterior, de Petróleos Mexicanos, de la Procuraduría General la
República y de la Lotería Nacional. En materia de funciones administrativas,
se generó un nuevo régimen en materia de responsabilidad de los servidores
públicos, adquisiciones y obras públicas, procedimiento administrativo, pre-
supuesto, contabilidad y gasto público y bienes nacionales.

-- Fiscal: Esta materia que, por su propia naturaleza, es uno de los sectores más
dinámicos, fue también objeto de modificaciones profundas ligadas a la rees-
tructuración de las finanzas públicas. Los cambios comprenden el conjunto
de la legislación fiscal e incluyen el Código Fiscal de la Federación, la Ley
Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación, la Ley de Coordinación Fiscal,
la Ley del Servicio Público de Tesorería de la Federación y las leyes de los
impuestos de exportación, importación, renta, valor agregado, al activo, au-
tomóviles nuevos, especiales sobre producción y servicios, tenencia y uso de
automóviles, adquisición de inmuebles así como la Ley Federal de Derechos.

-- Seguridad social y trabajo: Uno de los cambios más importantes en el nuevo
diseño del Estado es el referente a la seguridad social. En esta materia encon-
tramos modificaciones en el régimen de seguridad social, la introducción de
los sistemas de ahorro para el retiro, así como modificaciones en materia de sa-
lud, vivienda y asistencia social. Institucionalmente, se registran cambios re-
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28 Ver anexo 7 de este trabajo.



cientes en el régimen del IMSS, del ISSSTE y del INFONAVIT. Es impor-
tante destacar que no se han registrado cambios significativos en la legislación
laboral.29

-- Educación: Como señalamos oportunamente, la educación es uno de los sec-
tores clave para el desarrollo del país. En esta materia, a los cambios al artículo
3 de la Constitución se sumó una nueva Ley General de Educación, y cambios
menores en materia de bibliotecas, monumentos y zonas arqueológicas y
construcción de escuelas. En esta materia vale la pena insistir en que, con la
excepción del INAH, no ha habido modificaciones en la mayor parte de las
leyes orgánicas de las instituciones de educación superior.30 Finalmente, cabe
señalar las modificaciones al régimen de los derechos de autor.

-- Fuerzas Armadas: Una parte muy importante del régimen jurídico del ejérci-
to, la armada y la fuerza aérea fue modificado entre 1985 y 1986. Se expidió
un Código de Justicia Militar nuevo en 1993 y se reformó en 1994.

-- Electoral: Uno de los sectores donde los cambios han sido más importantes
y difíciles es el que se refiere a materia electoral. Entre 1978 y 1996, la re-
gulación electoral fue modificada en cinco ocasiones31 para producir un régi-
men que ha evolucionado y transformado radicalmente el panorama de las
reglas y las instituciones en materia electoral e incluyen una ley específica en
materia de medios de impugnación en materia electoral.

-- Poder Judicial: Las reformas constitucionales al Poder Judicial de 1994 obli-
garon a expedir una nueva la Ley Orgánica del Poder Judicial así como la
Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 Constitucional.
La Ley de Amparo tuvo modificaciones menores.

-- Derechos humanos: Destacan en esta materia la expedición de la Ley de la
Comisión Nacional de Derechos Humanos, la Ley Federal para Prevenir y
Sancionar la Tortura y la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público y la
Ley de Asistencia y Prevención de la Violencia Intrafamiliar.

-- Derecho penal: En materia penal, aunque no se ha expedido un nuevo Código
Penal, el número e importancia de sus modificaciones,32 sumadas a otra le-
gislación aplicable (entre otras, el procedimiento penal, la extradición inter-
nacional, la readaptación social de sentenciados, el tratamiento de menores
infractores y la delincuencia organizada) configuran de hecho un nuevo régi-
men en la materia.
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29 A nivel constitucional, el artículo 123 sufrió cuatro reformas menores (ver anexo 1). La úl-
tima reforma a la Ley Federal del Trabajo data de 1988 y de la Ley Federal de los Trabajadores al
Servicio del Estado, de 1984.

30 Véase supra nota 25.
31 Las reformas se dieron en 1978, 1986, 1989, 1993-1994 y 1996.
32 Véase el detalle de sus modificaciones en el anexo 5 de este trabajo.



-- Derecho civil: En esta materia, los cambios no han sido extraordinariamente
significativos, y se concentran en materia de familia, menores, testamentos y
arrendamiento. Vale la pena destacar, sin embargo, las modificaciones al ar-
tículo 1,927 que establece la responsabilidad civil directa del Estado.33

-- Medio ambiente: La columna vertebral de la legislación federal en materia de
medio ambiente, la Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al Me-
dio Ambiente, se expidió en 1988. Recientemente, después de muchas discu-
siones, en octubre de 1996 el Congreso aprobó reformas a este instrumento. Sin
embargo, debe destacarse que otras leyes contienen disposiciones ‘‘ambienta-
les’’ importantes; entre otras, las de pesca, forestal, turismo, asentamientos
humanos, aguas nacionales, metrología y normalización y salud.

-- Otros: Existen otros sectores donde las modificaciones fueron importantes
entre los cuales cabe destacar las materias de población, asentamientos huma-
nos, celebración de tratados, y protección al comercio exterior y la inversión
de normas extranjeras que contravengan el derecho internacional. Analizare-
mos en seguida los aspectos relacionados con el ámbito internacional.

3. Los tratados internacionales

México ha celebrado tratados internacionales desde el inicio de su vida como
nación independiente, y éstos han jugado siempre un papel importante en las
relaciones del país con el exterior. Durante años, México celebró una enorme
cantidad de tratados internacionales (la Secretaría de Relaciones Exteriores re-
gistra dos mil ciento once tratados internacionales firmados por México entre
1917 y 1993);34 sin embargo, su uso en derecho interno era limitado y nadie
parecía darle importancia a su aplicación a pesar de que, conforme al artículo
133 constitucional, eran derecho interno. Los requisitos formales de aprobación
y publicación eran cumplidos aleatoriamente y, a veces, pasaban años antes
de que un tratado fuera debidamente publicado en el Diario Oficial de la Fe-
deración.35

Lo anterior puede explicarse, entre otras razones, porque, siendo México una
economía cerrada, su subsistema jurídico era también ‘‘cerrado’’ y las relaciones
jurídicas se establecían fundamentalmente entre los agentes internos. En otras
palabras, no existían intercambios suficientes con el exterior como para generar
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33 Véase anexo 6 de este trabajo.
34 Secretaría de Relaciones Exteriores, Tratados internacionales celebrados por México, Méxi-

co, SRE-Cenedic-Universidad de Colima, 1993 (disco compacto).
35 Esto explica la dificultad de determinar el universo de las obligaciones internacionales de

México. La misma compilación de la Secretaría de Relaciones Exteriores tiene muchas lagunas y
datos faltantes o equivocados.



la necesidad de aplicar normas internacionales.36 Durante más de sesenta años,
sólo de manera incidental se aplicaron las normas de los tratados internacionales
y raramente surgieron conflictos entre las normas producidas internacionalmen-
te y el orden jurídico interno. Por ello, los tratados eran instrumentos de muy
escasa aplicación y dominio de sectores muy especializados.

Las nuevas condiciones tanto internas como internacionales han modificado
radicalmente la situación descrita anteriormente. En efecto, y como ya lo expli-
camos en la primera parte de este trabajo, existen algunos ámbitos normativos
en los que el derecho internacional desempeña cada vez un papel más importante
que impacta directamente en el derecho interno. Simultáneamente, la transfor-
mación del modelo económico (de una economía cerrada a una abierta) obligó
a una mayor interacción con el sistema internacional y aun con otros sistemas
jurídicos.37 En otras palabras, los tratados internacionales han comenzado a re-
gular algunos sectores que son cada vez más importantes desde el punto de vista
interno. Finalmente, ciertos agentes externos tienen interés en el cumplimiento
de las obligaciones internacionales de México, generando así un mayor escruti-
nio e incluso presión para lograr su cumplimiento. Por todo lo anterior, el peso
específico de los tratados internacionales en el derecho mexicano es cada vez
mayor.

El ejemplo paradigmático de esta situación fue la discusión alrededor de la
negociación del TLCAN y sus acuerdos complementarios en materia de medio
ambiente y trabajo;38 sin embargo, dicha discusión fue sólo el aspecto más visi-
ble de un proceso que había comenzado años antes en otros sectores, particular-
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36 Puede establecerse la hipótesis que la extensión y complejidad de las reglas y procedimientos
jurídicos está directamente relacionada con la intensidad y magnitud del intercambio comercial, la
sofisticación de los agentes que intervienen en el comercio y las probabilidades del surgimiento de
conflictos que no tengan posibilidad de solución política. En otras palabras, a mayor complejidad
del intercambio, mayor necesidad de reglas jurídicas que permitan la operación previsible del sistema
y los mecanismos eficientes de solución de controversias. En un contexto de economías cerradas,
estos intercambios son limitados. Por el contrario, en uno de apertura de mercados, la proliferación
de los intercambios comerciales y su juridización a través de instrumentos legales (sean estos apli-
cables a las relaciones entre Estados o a los transacciones entre particulares) conduce necesariamente
a una mayor interacción entre las normas de los distintos sistemas jurídicos, incluidas las normas de
carácter internacional.

37 El ejemplo ‘‘negativo’’ más claro de esta situación en el efecto de las medidas unilaterales
de Estados Unidos que afectan el comercio y la inversión mexicanas. Para contrarrestar éstas, se
expidió la Ley de Protección al Comercio y la Inversión de Normas Extranjeras que Contravengan
el Derecho Internacional, cuya eficacia es más simbólica que real, pero que pone de manifiesto la
interrelación de los sistemas jurídicos.

38 Véase Fix Fierro, Héctor, y López Ayllón, Sergio, ‘‘El Tratado de Libre Comercio de Amé-
rica del Norte y la globalización del derecho. Una visión desde la sociología y la política del dere-
cho’’, en Witker, Jorge (ed.), El Tratado de Libre Comercio de América del Norte. Análisis,
diagnóstico y propuestas jurídicas, México, UNAM, 1993, vol. 1, pp. 38 y ss.



mente el de los derechos humanos,39 y que suponía el replanteamiento tanto del
papel del derecho internacional en el derecho interno,40 como del sistema de recep-
ción de los instrumentos internacionales en el derecho interno mexicano. Antes de
entrar en el análisis cuantitativo de los tratados internacionales celebrados por Mé-
xico, analizaremos brevemente esta situación.

a) La recepción de los tratados internacionales

La recepción de los tratados internacionales en el derecho mexicano está re-
gulada fundamentalmente por el artículo 133 de la Constitución,41 que establece
que los tratados internacionales que celebre el presidente de la República, con
aprobación del Senado, y que estén de acuerdo con la Constitución, son la ‘‘Ley
Suprema de toda la Unión’’.42 En otras palabras, sujetos a las condiciones que
establece el mismo artículo 133, los tratados internacionales son ‘‘ley’’ y tienen
aplicación directa.43 Por ello, como regla general, en México no se requiere de
un acto legislativo posterior que implemente las obligaciones de los tratados en
el derecho interno, pues éstos tienen el carácter de autoaplicativos.44
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39 Véase, por ejemplo, VV. AA., Los tratados sobre derechos humanos y la legislación mexi-
cana, México, UNAM, 1981. Un ejemplo concreto lo encontramos en materia del derecho a la in-
formación en que la reforma constitucional debe ser complementada con los artículos 19 de Pacto
de Derechos Civiles y Políticos y el 12 de la Convención Americana de Derechos Humanos. Véase
López Ayllón, Sergio, El derecho a la información, México, UNAM-Miguel Ángel Porrúa, 1984,
pp. 122 y ss.

40 Esta cuestión implica en el fondo un problema de política jurídica mayor. Al respecto, véase
Jackson, John H., ‘‘Status of Treaties in Domestic Legal Systems. A Policy Analysis’’, American
Journal of International Law, vol. 86, núm. 2, 1992, pp. 310-340, y Chayes, Abram, y Handler
Chayes, Antonia, The New Sovereignty. Compliance with Internacional Regulatory Agreements,
Cambridge-Londres, Harvard University Press, 1995.

41 El texto del artículo 133 establece: ‘‘esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión
que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se
celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de
toda la Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar
de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados’’.
Otros artículos constitucionales aplicables en materia de tratados internacionales son los siguientes:
15, 76, fracción I, 89, fracción X, 104, 107 y 117, fracción I.

42 Este artículo, que se introdujo por primera vez en la Constitución mexicana de 1857, está
inspirado de manera casi literal en el párrafo segundo del artículo VI de la Constitución de Los
Estados Unidos de América. Tena Ramírez, F., Derecho constitucional mexicano, 18 ed., México,
Porrúa, 1981, pp. 413 y ss.

43 La Corte ha reiterado este principio en diversas tesis; por ejemplo, en relación con la obli-
gatoriedad del Convenio de París para la protección de la propiedad industrial, se determinó que
‘‘debe estimarse que de conformidad con el artículo 133 de la Constitución General de la República
tiene categoría de Ley Suprema de la Unión, por lo cual las autoridades competentes están obligadas
a acatarlo [...]’’. Apéndice 1985, segunda sala, parte III, contradicción de tesis 421, p. 751.

44 No obstante lo anterior, la doctrina reconoce que ciertas disposiciones contenidas en los tra-
tados internacionales, denominadas ‘‘heteroaplicativas’’, requieren de un desarrollo legislativo pos-
terior para poder ser operativas.



Durante años, cuando la materia de los tratados internacionales tenía una im-
portancia relativamente menor en el subsistema jurídico interno, este sistema de
recepción raramente provocó problemas. Claramente establecido el principio de la
supremacía constitucional,45 la aplicación interna de los tratados era poco fre-
cuente.

Sin embargo, la proliferación en el número y, sobre todo, la importancia de
los tratados internacionales (véase infra) así como el interés que los agentes ju-
rídicos internos46 y externos47 otorgan a su cumplimiento reavivó un debate, no
resuelto aún del todo, sobre el lugar que ocupan éstos en el orden jurídico inter-
no; en particular, los problemas de conflicto entre los tratados y las leyes.48 En
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45 En 1934, una reforma al artículo 133 de la Constitución dejó claramente establecido que los
tratados internacionales tienen que estar ‘‘de acuerdo’’ con la Constitución.

46 Por ejemplo, el uso de los convenios de la OIT celebrados por México en distintos foros,
incluso el judicial. Así, el Sindicato de Solidaridad de los Trabajadores de los Poderes del Estado
de Oaxaca y Organismos Descentralizados que presentó un recurso en contra de la resolución de la
Junta de Arbitraje para los Empleados al Servicio de los Poderes de ese mismo estado que les negó
el registro como organización sindical violando las garantías del artículo 9 y 123 constitucional y el
Convenio 87 de la OIT en la materia. El asunto fue resuelto por el pleno de la Corte en su sesión
del 21 de mayo de 1996, favorablemente a los quejosos. Véase Cossío, José Ramón, ‘‘Sindicación bu-
rocrática y activismo judicial’’, Este País, núm. 67, octubre de 1996, pp. 22-24.

47 Ejemplo de esto son los procedimientos que por supuestas violaciones a la legislación am-
biental y laboral de México han iniciado diversas ONG, de conformidad con los Acuerdos de Coo-
peración Ambiental y Laboral de América del Norte. En materia ambiental, se han iniciado seis
procedimientos, de conformidad con los artículos 14 y 15 del Acuerdo de Cooperación Ambiental.
Véase Comisión de Cooperación Ambiental de América del Norte, Página electrónica,
http://cec.org/spanish/index.htlm, diciembre de 1996. En materia laboral, las oficinas nacionales de
México y Estados Unidos han iniciado también varios casos por supuestas violaciones a la legislación
laboral. Véase North American Agreement on Labor Cooperation. A Guide, Washington D. C., U.
S. National Administrative Office, febrero de 1995. Otro ejemplo son los siete procedimientos de
revisión por páneles binacionales en contra de resoluciones definitivas de la SECOFI en materia
de dumping que se habían iniciado hasta octubre de 1996, de conformidad con el capítulo XIX del
TLCAN. Véase Sección Mexicana del Secretariado de los Tratados de Libre Comercio, Informe
sobre los casos de solución de controversias del capítulo XIX y XX del TLCAN, México, 7 de octubre
de 1996 (mimeo).

48 La bibliografía sobre esta cuestión es muy extensa. Señalaremos únicamente algunas refe-
rencias que consideramos entre las más importantes: Adame Goddard, Jorge, ‘‘El Tratado de Libre
Comercio en el orden jurídico mexicano’’, en op. cit. supra, nota 38, vol. 1, pp. 79-108; Aguilar
Álvarez, Guillermo, ‘‘Marco jurídico del Tratado de Libre Comercio de América del Norte’’, en
Valdez Abascal, Rubén, y Romero, J. E. (eds.), La modernización del derecho mexicano, México,
Porrúa, 1994, pp. 601-634; Carpizo, Jorge, ‘‘La interpretación del artículo 133 constitucional’’, Bo-
letín Mexicano de Derecho Comparado, año II, núm. 4, enero-abril de 1969, pp. 3-33; Martínez
Báez, Antonio, ‘‘La Constitución y los tratados internacionales’’, Revista de la Escuela Nacional de
Jurisprudencia, t. VIII, núm. 30, abril-junio de 1946, pp. 167-181; Palacios Treviño, Jorge, Tratados:
legislación y práctica en México, México, Secretaría de Relaciones Exteriores, 1986; Patiño Manfer,
Ruperto, ‘‘Los tratados internacionales en la Constitución mexicana’’, Revista de la Facultad de
Derecho de México, vol. XLII, núms. 181-182, 1982, pp. 93-108; Seara Vázquez, M., Derecho in-
ternacional público, México, Porrúa, 1976; Vázquez Pando, F., ‘‘Jerarquía del Tratado de Libre Co-
mercio en el sistema constitucional mexicano’’, Panorama jurídico del Tratado de Libre Comercio,
México, Universidad Iberoamericana, 1992, pp. 35 y ss.



esta materia, tanto la doctrina49 como la jurisprudencia50 se han alejado de un
enfoque que planteaba el problema del lugar de los tratados en el orden jurídico
interno como una cuestión de jerarquía de leyes, para adoptar otro que resuelve
posibles incongruencias entre leyes internas y tratados internacionales en razón
de su ámbito de aplicación. Por otro lado, en alguna legislación reciente se han
incorporado disposiciones que establecen que sus reglas son de orden público y
aplicación general ‘‘sin perjuicio de lo dispuesto por los tratados o convenios
internacionales en los que México sea parte’’.51 Mediante esta redacción, se pre-
tende asegurar por la vía legislativa ‘‘la coexistencia armónica de esas normas
(las internacionales) con la legislación nacional’’52 y con ello se ‘‘admite la exis-
tencia de distintos ámbitos de aplicación’’.53

Lo anterior implica que, cada vez con mayor frecuencia, se utilizará los tra-
tados internacionales como normas de derecho interno. Por ello, vale la pena
preguntarse si el sistema de recepción directa es el más conveniente y permite
una adecuada articulación entre el orden interno y el orden externo.54 Los pro-
blemas se plantean al menos a dos niveles. El primero, de forma, es respecto del
órgano que interviene en la aprobación de los tratados que, conforme a la Cons-
titución, es únicamente el Senado excluyendo a la Cámara de Diputados. El se-
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49 En particular, Adame, Jorge, op. cit. supra, nota 48; Aguilar, op. cit. supra, nota 48, y Váz-
quez Pando, op. cit. supra, nota 48.

50 En la sesión del 2 de marzo de 1994, el pleno de la Suprema Corte, con ocasión de una
contradicción de tesis en relación con la aplicación del protocolo sobre uniformidad del régimen
legal de los poderes, sostuvo que ‘‘para examinar la validez formal de un poder otorgado por una
sociedad en el extranjero que esté destinado a surtir efectos en México, no debe atenderse a los
requisitos de forma que otras leyes nacionales ----como las del Notariado del Distrito Federal y de
los Estados, los Códigos Civiles federal y locales, el Código de Comercio o la Ley General de Socie-
dades Mercantiles---- exijan para el otorgamiento de poderes en México, ni a la interpretación juris-
prudencial que de las mismas se haya elaborado, sino a lo preceptuado por el artículo I del Protocolo
sobre Uniformidad del Régimen Legal de los Poderes, ratificado por México y publicado por el
Diario Oficial de la Federación, toda vez que sus reglas deben entenderse incorporadas al derecho
nacional en términos del artículo 133 de la Ley Fundamental y, por lo mismo, de observancia obli-
gatoria y de aplicación directa en esta materia, por cuanto regulan específicamente los poderes
otorgados en el extranjero, supuesto éste que es distinto del que se ocupan aquellas leyes que sólo
se refieren al otorgamiento de poderes en territorio mexicano’’ (contradicción de tesis 3/92, énfasis
añadido).

51 Véase, por ejemplo, el artículo 2 de la Ley de Comercio Exterior.
52 Aguilar, op. cit. supra, nota 48, p. 628.
53 Idem.
54 El 2 de enero de 1992, se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley sobre la

Celebración de Tratados, cuya intención era reglamentar la celebración de tratados y asegurar la unidad
de la política exterior de México. Este loable esfuerzo nos parece insuficiente, pues esta ley apenas
resuelve algunos de los múltiples problemas en esta materia, dejando otros en el más completo si-
lencio. Al respecto, véase Díaz, Luis Miguel, ‘‘Ley sobre la Celebración de Tratados’’, en op. cit.
supra, nota 48, pp. 770-779; Méndez Silva, Ricardo, ‘‘La Ley de 1992 sobre Celebración de Trata-
dos’’, Modernización del derecho mexicano. Reformas constitucionales y legales 1992, México,
UNAM, PGR, Dirección General de Asuntos Jurídicos de la Presidencia-Instituto de Investigaciones
Jurídicas, 1993, pp. 323-334.



gundo, de fondo, es el de los problemas derivados de la aplicación directa de
los tratados en el orden interno y la conveniencia de la intervención legislativa
posterior para permitir su adecuada articulación con el derecho interno.55 Esto
es evidente especialmente en aquellas materias en las que los tratados interna-
cionales complementan de hecho la legislación interna, situación que, como ve-
remos a continuación, no es la excepción.

b) Los tratados internacionales vigentes en sectores seleccionados

Como señalamos en la primera parte de este trabajo, existen al menos tres
áreas en las que se encuentran incipientes órdenes jurídicos transnacionales en
los cuales la potestad normativa de los Estados ya no es ilimitada, y que consti-
tuyen ámbitos relativamente autónomos de los propios Estados que los origina-
ron (véase supra capítulos primero y segundo). Desde el punto de vista interno,
nos importa destacar que en esos ámbitos ----derechos humanos, medio ambiente
y comercio internacional---- el derecho internacional se incorpora directamente al
ámbito jurídico interno completando, supliendo y aun sobreponiéndose a la le-
gislación interna hasta el punto de formar, debido a los efectos del artículo 133,
un sistema integrado en el cual las fronteras ‘‘tradicionales’’ de diferenciación
entre lo interno y lo internacional se diluyen. Junto con estos tres sectores, exis-
ten otros (i. e. la materia laboral, las comunicaciones, el arbitraje comercial o
ciertas relaciones privadas entre particulares en materia mercantil) en los que la
regulación internacional juega una función similar.

El número de tratados internacionales celebrados por México es enorme56 y
resulta muy difícil hacer una evaluación de conjunto. El anexo 8 de este trabajo
lista únicamente los principales instrumentos multilaterales celebrados por nues-
tro país en materia comercial, económica, comunicaciones, derechos humanos,
derecho internacional privado, trabajo y medio ambiente (trescientos veintiocho
en total), con el objeto de ejemplificar, de manera concreta y de conjunto, la
importancia que en estas materias tiene la regulación internacional que, insisti-
mos, por el efecto del artículo 133, es también interna. Por la vinculación que
existe con Canadá y Estados Unidos, los anexos 9 y 10 indican además los ins-
trumentos bilaterales celebrados respectivamente con esos países. A continua-
ción, examinaremos con algún detalle algunos de los sectores donde el impacto
de los tratados internacionales es más significativo. Un elemento común que vale
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55 Véase, por ejemplo, López Ayllón, Sergio, y Thomas, J. C., ‘‘El capítulo XIX del Tratado
de Libre Comercio de América del Norte: desafíos en la interpretación de los tratados internacionales
y en la reconciliación del Civil Law y el Common Law en la zona de libre comercio’’, Revista de
Derecho Privado, núm. 20, 1996.

56 Esto, sin considerar los denominados ‘‘acuerdos interinstitucionales’’ por la Ley de Tratados
que suman cientos, y cuya denominación, alcance y materia es de hecho un universo desconocido,
pues durante años se firmaron sin ningún control.



















Finalmente, resulta interesante observar el número de acuerdos que, en mate-
ria laboral, ha firmado México y que complementan la legislación laboral mexi-
cana. Al respecto, referimos al anexo 8, donde se listan los tratados celebrados
en materia laboral iniciativa de la OIT.

De este modo, los ejemplos y el número de instrumentos hasta aquí señalados,
a los cuales podrían sumarse otros muchos, muestran el peso específico del de-
recho internacional en el ámbito interno y el papel que ha jugado en la transfor-
mación del subsistema jurídico mexicano. Como veremos adelante, esto ha
tenido una incidencia directa en el derecho interno.

En síntesis, si consideramos en conjunto los cambios en los tres niveles que
revisamos ----la Constitución, las leyes y los tratados internacionales---- es posible
afirmar que el subsistema jurídico en México pasó cuantitativamente por una
transformación sustancial en los últimos quince años. Pasaremos en seguida a
analizar algunos aspectos cualitativos de ésta.

II. LOS ASPECTOS CUALITATIVOS

El simple listado de los cambios en el subsistema jurídico mexicano es un
indicador de las dificultades que han de enfrentarse para hacer su análisis cuali-
tativo. Sería imposible, en un trabajo que pretende ver el conjunto, describir las
modificaciones que tuvo cada uno de los distintos ordenamientos. Para este tipo
de análisis, referimos al lector a otros estudios donde especialistas describen
con detalle las reformas por sector.58 En esta sección nos limitaremos a señalar
algunas de las grandes líneas que nos parecen significativas y permiten trazar el
rumbo del cambio. Nos referiremos en primer término a los aspectos materiales
(A), para señalar posteriormente los aspectos institucionales (B).

A. Aspectos materiales

Como sugerimos anteriormente, resulta evidente que el conjunto de los cam-
bios en México responde a una visión política y económica que, inscrita en mo-
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58 Véase, por ejemplo, los estudios especializados que se publicaron en Instituto de Investigacio-
nes Jurídicas: El derecho en México. Una visión de conjunto, 3 vols., México, UNAM, 1991; Instituto
de Investigaciones Jurídicas, Modernización del derecho mexicano. Reformas constitucionales y
legales 1992, México, UNAM-PGR-Dirección General de Asuntos Jurídicos de la Presidencia, 1993;
Instituto de Investigaciones Jurídicas, La modernización del derecho constitucional mexicano. Re-
formas constitucionales 1990-1993, México, UNAM, 1994; Valdez Abascal, Rubén, La modernización
jurídica nacional dentro del liberalismo social, México, Fondo de Cultura Económica, 1994; Valdez
Abascal, Rubén, y Romero Apis, José Elías (eds.), La modernización del derecho mexicano, México,
Porrúa, 1994. El Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM prepara una nueva visión de
conjunto sobre el derecho mexicano que será publicada en 1997 por la casa editorial MacGraw-Hill
bajo el título Principios de derecho mexicano.



vimientos globales, buscaba la ‘‘modernización’’ del país. Este proyecto, que se
inició en el sexenio de Miguel de la Madrid59 y continuó durante las presidencias
de Salinas y Zedillo, fue generado fundamentalmente desde las elites del Estado
y puede sintetizarse en la plena aceptación de una economía de mercado y de
las tendencias globalizadoras de la economía (que llevaron a la apertura comer-
cial y a la inserción de México en el sistema económico mundial); en la redi-
mensión del Estado en su estructura (privatizaciones), funciones (desregulación),
relaciones con otros poderes (reforma política y judicial), los estados de la
federación (descentralización) y la sociedad; en particular, el reconocimiento de
los nuevos actores políticos (ciudadanos y sus organizaciones, incluidas las
iglesias).60

Todos estos cambios tuvieron un impacto directo en el subsistema jurídico
mexicano. Cabe preguntarse si ellos fueron el resultado de una agenda legislativa
explícita, o si fueron sólo la condición y consecuencia necesaria para lograr el
nuevo diseño de país que se plasmó progresivamente en su legislación. En otras
palabras, ¿se trató de una modificación estructuralmente diseñada, o fue el re-
sultado de los cambios sectoriales impulsados por diferentes fuerzas, y que, en
su conjunto, generaron un sistema distinto, pero construido sobre las viejas nor-
mas e instituciones? La pregunta es relevante en la medida en que permite diag-
nosticar la coherencia del conjunto del subsistema jurídico y su capacidad de
articular las funciones que se le asignan en un ‘‘Estado de derecho’’.

Los indicadores con los que contamos parecen mostrar que las modificaciones
al subsistema jurídico fueron menos el resultado de un diseño explícito que la
condición necesaria para conseguir la viabilidad de las transformaciones econó-
micas y políticas del sistema; esto explicaría por qué se dieron en sectores y
periodos de tiempo diferenciados.61 Ahora bien, lo anterior no significa que los
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59 Un analista político afirma al respecto: ‘‘al término del periodo [de De la Madrid] se habían
sentado las bases de un nuevo modelo de desarrollo, los rasgos del sistema autoritario se habían alterado
de manera significativa, y la crisis de legitimidad que selló el fin de la presidencia de José López
Portillo había abierto la puerta a un cambio que muy probablemente sea de largo alcance, tanto que
quizá no sea una exageración afirmar que con De la Madrid se produjo en México un vuelco histó-
rico’’. Loaeza, Soledad, ‘‘Delamadrismo: la segunda modernización mexicana’’, en Bazdresch, Car-
los, et al., México. Auge, crisis y ajuste, México, Fondo de Cultura Económica, 1991, vol. 1, pp.
56 y ss.

60 Sobre el ‘‘nuevo proyecto’’ véase Medina Peña, Luis, Hacia el nuevo Estado. México 1920-
1994, 2a. ed., México, Fondo de Cultura Económica, 1995, p. 17.

61 Tanto el discurso político como algunos documentos, en especial el Plan Nacional de Desa-
rrollo de Carlos Salinas de Gortari, contenían de manera explícita el diseño de cambio estructural
(modernización) en lo económico, político y social. Sin embargo, ni este plan ni, hasta donde cono-
cemos, ningún otro documento desarrollaba una agenda explícita de reformas legislativas programa-
das. En este sentido, puede sostenerse que no hubo un diseño de política legislativa explícito. Véase
Salinas de Gortari, Carlos, Plan nacional de desarrollo, 1989-1994, México, Secretaría de Progra-
mación y Presupuesto, 1989, en particular pp. xi-xi y 15-21.



cambios en el marco jurídico fueran casuales62 o carecieran de una racionalidad
bien definida y que, incluso, se quisieran articular a posteriori como el resultado
de un esfuerzo integrador en el cual se preservaban algunas características ‘‘fun-
damentales’’ de los principios e instituciones jurídicas,63 pero que al mismo tiem-
po actualizaban el marco jurídico.64

Una consecuencia de lo anterior fue que, al aparecer evidente la función del
derecho como uno de los componentes articuladores de un ‘‘sistema moderno’’,
pues de su cumplimiento derivan condiciones de previsibilidad y estabilidad en
el sistema económico y político, el presidente Zedillo adoptara el ‘‘Estado de
derecho’’ como uno de los elementos centrales de su programa político y buscara
darle efectividad mediante una reforma de fondo en uno de los puntos más frá-
giles del sistema y que se identificó en el aparato de administración de justicia.65

A estas reformas nos referiremos adelante.
¿Cuáles fueron los ejes sobre los que se articuló la transformación del sub-

sistema jurídico? Éstos pueden encontrase en lógicas diferentes que afectaron de
manera desigual el conjunto del sistema. Ahora bien, una manera de explicarlos
es a través del lente de la ‘‘modernidad’’. En efecto, si retomamos algunas de
las ideas expuestas en los capítulos anteriores de este trabajo, podemos sugerir
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62 En el libro, La modernización jurídica nacional dentro del liberalismo social, México, Fondo
de Cultura Económica, 1994, obra publicada dentro de la colección Una visión de la moderniza-
ción de México, auspiciada por el gobierno del presidente Salinas para documentar el ‘‘esfuerzo mo-
dernizador’’ del régimen, Rubén Valdez Abascal, entonces director general de Asuntos Jurídicos de
la Presidencia de la República, escribió ‘‘la política jurídica del actual régimen [el del presiente
Salinas] ha procurado un cambio cualitativo que reoriente al propio sistema jurídico’’ (p. 47).

63 Estas supuestas características nunca fueron definidas y, en realidad, es difícil saber con pre-
cisión cuáles son.

64 Véase, en particular, el capítulo I del libro de Rubén Valdez Abascal, op. cit. supra, nota 62,
en donde el autor desarrolla un discurso que busca explicar la racionalidad del esfuerzo de ‘‘mo-
dernización’’ jurídica durante el sexenio. En este libro, el autor señala: ‘‘hoy avanzamos en la cons-
trucción de un orden normativo que, además de mantener incólumes principios y valores esenciales, ha
de construir la cimentación jurídica del cambio de México para el siglo XXI’’ (p. 46) y, más adelante,
añade: ‘‘este proceso de modernización, y por consecuencia todos los cambios que ha significado y
haya de suponer en el futuro, no podría llevarse a cabo sino en el marco de nuestra Constitución
y por el cauce de la ley; esto es, cada decisión política y su correspondiente corrección ha de en-
contrar una base jurídica o piso normativo; el trabajo, entonces, consiste en ubicar éste o aquella, y
en donde no existan o no sean suficientes para sustentar los alcances de las acciones adaptadas, se
ha hecho y se hará necesario crearlos o actualizarlas’’ (p. 47).

65 El Plan Nacional de Desarrollo 1995-2000 consagra su capítulo 2 al ‘‘Estado de derecho y
un país de leyes’’. En este documento se reconoce: ‘‘hoy en día nuestro marco normativo e institu-
cional no es del todo adecuado a las expectativas y a las condiciones de nuestro tiempo. Subsisten
atrasos, vicios y carencias en materia de seguridad pública, procuración e impartición de justicia,
combate a la corrupción e impunidad, seguridad jurídica y reconocimiento a los derechos fundamen-
tales, en especial agravio de los grupos sociales más vulnerables. Así, muchos miembros de nuestra
comunidad nacional abrigan legítimas dudas y preocupaciones por la vigencia y la actualidad del
Estado de Derecho, y por la igualdad ante la ley y las instituciones públicas’’, Zedillo Ponce de
León, Ernesto, Plan nacional de desarrollo, 1995-2000, México, Secretaría de Hacienda y Crédito
Público, 1995, p. 20.



que el conjunto de los cambios en el subsistema jurídico puede articularse alre-
dedor de cuatro grandes ejes temáticos interrelacionados y que corresponden al
modelo de ‘‘modernidad’’ implícito en el nuevo paradigma de desarrollo.66 El
primero corresponde a un incremento de la racionalidad del subsistema jurídico
dentro de una economía de mercado y cuya manifestación más visible fue el
programa de ‘‘desregulación’’. El segundo, a la articulación del subsistema jurí-
dico interno con el externo. El tercero, en la redefinición de la estructura y fun-
ciones del Estado. El cuarto, en la ampliación de los espacios de acción pública
de los sujetos individuales y colectivos.

El resultado ideal de estos cuatro ejes en conjunto sería un subsistema jurídico
con mayor ‘‘racionalidad’’, articulado con el sistema mundial, donde el Estado,
reducido en su tamaño y funciones, garantiza a los ciudadanos (y sus organiza-
ciones) el pleno ejercicio de sus derechos humanos y políticos dentro de un sis-
tema democrático. Evidentemente, éste es un ‘‘modelo’’ ideal que no considera
las dificultades prácticas de su realización y las fuerzas sociales que moviliza,
pues todo cambio supone la alteración de los elementos de un sistema y, por lo
tanto, su necesaria inestabilidad. Menos que un cuadro acabado, lo que tenemos
es un proceso que se desarrolla en un continuo donde las fuerzas e intereses
sociales se agitan en busca de reacomodo y donde las reglas e instituciones se so-
breponen y actúan simultáneamente en diferentes direcciones.

En los siguientes apartados intentaremos mostrar de manera específica en qué
sentido los cambios pueden comprenderse dentro de estos cuatro ejes de análisis.

1. El incremento de la racionalidad del sistema en una economía
      de mercado (desregulación)67

Entre 1965 y 1982 imperó en México, como en otros países del mundo, una
política regulatoria extensiva. El Estado mexicano y sus empresas participaban
de manera creciente en la producción y distribución de bienes y servicios, al
mismo tiempo que desarrollaban una normatividad que comprendía prácticamen-
te todos los sectores de la actividad económica (i. e. la política industrial, las
regulaciones asociadas a programas sociales y los servicios públicos)68 multipli-
cando con ello los instrumentos de control. Los efectos acumulados de esa po-
lítica se tradujeron en la proliferación de las disposiciones administrativas y la
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66 Esta racionalidad corresponde, grosso modo, al esquema trazado por Max Weber. Véase el
capítulo preliminar, sección III, A de este trabajo.

67 Admitimos que este término no es feliz pues, en muchas ocasiones, la ‘‘desregulación’’ no
implica la eliminación de las disposiciones normativas, sino su simplificación o racionalización bajo
ciertos criterios específicos. Lo utilizamos por ser el término admitido en la literatura y no tener una
mejor alternativa.

68 Martínez González, Gabriel, ‘‘Regulación económica y reforma’’, en op. cit. supra, nota 54,
pp. 681 y ss.



burocratización de la actividad económica. Desde la nueva perspectiva guberna-
mental, los efectos económicos adversos de este esquema regulatorio eran claros:

Regulaciones excesivas o poco realistas imponen a los productores costos muy
altos y limitan la competencia al elevar injustificadamente los precios; discriminan
entre diversos agentes productivos; desalientan la productividad y vuelven inefi-
ciente la asignación de los recursos. La consecuencia social negativa del exceso
de regulaciones es que un mercado así distorsionado castiga a quienes disponen de
menor capacidad de inversión, obligándolo a utilizar instrumentos de economía
subterránea, en el mejor de los casos, lesionando así la actividad económica en
general.69

La política de ‘‘desregulación’’ no fue exclusiva de México y responde a la
redefinición del papel del Estado en general y de la reevaluación de los costos
económicos de la regulación. Muchos países adoptaron políticas de ‘‘desregula-
ción’’ y existen recomendaciones explícitas de organismos internacionales en
esta materia.70 A grandes líneas, las políticas de ‘‘desregulación’’ buscan una
mayor racionalidad de las medidas regulatorias. Esta racionalidad se encuentra
fundamentalmente en dos razones que justificarían la actividad regulatoria. La
primera busca lograr mayor eficiencia en la actividad económica o impedir las prác-
ticas monopólicas. La segunda tiene por objeto prevenir o minimizar los riesgos
o externalidades negativas de la actividad económica, particularmente en los as-
pectos relacionados con la salud, la seguridad, el medio ambiente o la protección
de los consumidores cuando los mecanismos de autorregulación del mercado son
insuficientes.

La racionalidad arriba descrita no basta por sí misma para justificar la regu-
lación. La autoridad debe también considerar su justificación en términos del
costo-beneficio de la medida,71 de sus posibilidades de aplicación efectiva y de
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69 Martínez, Gabriel, y Farber, Guillermo, Desregulación económica (1989-1993), México, Fon-
do de Cultura Económica, 1994, p. 11.

70 La bibliografía sobre el tema es abundante, citaremos entre otros: Delmas, Philippe, Le maître
des horloges. Modernité de l’action publique, París, Odile Jacob, 1991; Hahn, Robert W., ‘‘Regula-
tion: Past, Present, and Future’’, Harvard Journal of Law & Public Policy, vol. 13, núm. 1, 1990,
pp. 168-228; Crozier, Michel, Estado modesto, Estado moderno. Estrategia para el cambio, tr. de
Jorge Ferreiro, 2a. ed., México, Fondo de Cultura Económica, 1992; Martínez González, Gabriel,
‘‘Regulación económica y reforma’’, en op. cit. supra, nota 54; OCDE, Improving the Quality of
Government Regulation, París, OCDE, 1995.

71 Este criterio supone que cada propuesta de regulación debe ser evaluada con un criterio de
costo-beneficio. Esta evaluación debe incluir los costos directos e indirectos de las medidas con el
propósito de determinar su eficacia en la solución del problema. Se ha demostrado que, en ocasiones,
los costos socializados de una medida regulatoria sobrepasan ampliamente sus beneficios, provocan
retrasos en la innovación tecnológica, inhiben nuevas inversiones, generan falta de competitividad o
simplemente resultan contraproducentes. Además, el análisis del costo-beneficio resulta indispensa-
ble para determinar la factibilidad del cumplimiento de la regulación. De nada sirve un marco re-
gulatorio que resulta incosteable para las empresas. Ello genera corrupción y asegura la ineficacia
absoluta de la medida.



la viabilidad de utilizar otros mecanismos no regulatorios que puedan contribuir
a la solución del problema.72 Finalmente, en general los teóricos de la ‘‘desre-
gulación’’ coinciden en que el principio de transparencia73 debe guiar las políti-
cas públicas de regulación.

En México se impulsó, desde el ‘‘nuevo Estado’’ y por razones de eficiencia
económica, una política de ‘‘desregulación’’, cuyas líneas principales fueron las
siguientes:74

-- Racionalizar los preceptos que afectaban a todos los sectores de la economía;
por ejemplo, en materia de normalización y procedimientos administrativos;

-- Dar prioridad a los sectores donde la desregulación tendría un efecto inme-
diato o donde los costos de no proceder a tiempo eran muy altos, y

-- Propiciar la disminución sistemática de los monopolios públicos y privados
en la economía.

La política de desregulación afectó horizontalmente a casi todos los sectores
de la actividad reguladora del Estado, en especial los sectores económicos como
muestra la siguiente tabla:
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72 Tradicionalmente, las entidades reguladoras, por una variedad de razones (i. e. facilidad en
la aplicación, uniformidad, etcétera) actúan conforme a un esquema regulatorio conocido como ‘‘ins-
trucción y control’’ (command-and-control). Este esquema ha sido objeto de diversas críticas, pues
presenta problemas operativos importantes; por ejemplo, la dificultad para aplicarlo a las situaciones
concretas que requieren flexibilidad, y es frecuentemente insuficiente e ineficiente. La alternativa
es utilizar mecanismos de regulación indirecta (i. e. incentivos o desincentivos económicos, autorre-
gulación, acuerdos voluntarios, etcétera) que resultan más eficientes y flexibles.

73 Este criterio comprende, al menos, dos aspectos. El primero se refiere a la simplificación,
claridad, asequibilidad y congruencia interna de las regulaciones. En efecto, el laberinto de las dis-
posiciones aplicables y la dificultad para conocerlas y entenderlas inhibe el establecimiento y la
operación de la regulación. Incluso, cuando existe la disponibilidad para cumplir con la regulación,
simplemente es imposible determinar cuál es el universo de la normatividad aplicable a un caso
concreto. Por ello, parece indispensable simplificar el contenido de las regulaciones y asegurar la
existencia de sistemas de información completos, actualizados y de fácil acceso para los usuarios.
El segundo aspecto de la transparencia busca asegurar la participación de todos los interesados en
los procedimientos de elaboración, implementación y evaluación de las regulaciones. Los mecanis-
mos de consulta previa y posterior tienen múltiples ventajas. Entre otras, permiten detectar problemas
de aplicación práctica o efectos indeseados, aseguran que los interesados comprenden las medidas,
posibilitan encontrar mecanismos de regulación indirecta idóneos, incorporan elementos para el aná-
lisis del costo-beneficio y facilitan, en su momento, la aplicación de la medida en cuestión. Algunos
de estos mecanismos de consulta previa existen ya en nuestra legislación; por ejemplo, en la Ley
Federal de Metrología y Normalización.

74 Martínez, y Farber, op. cit. supra, nota 69, pp. 12 y ss.





enfrentó a las dificultades reales de su operación, pues su aplicación entrañaba
una profunda modificación de las relaciones políticas y sociales.76

Las acciones de desregulación continuaron durante el último año de la admi-
nistración del presidente Salinas y los primeros años de la del presidente Zedi-
llo.77 La reducción del Estado y la predominancia de un esquema de economía
de mercado tiene como consecuencia lógica que el esquema de desregulación
continuará en los años venideros.

2. Articulación del marco regulatorio interno con el externo

En general, puede afirmarse que la transformación de una economía cerrada
a una abierta sólo es posible como resultado de la sustitución global de los ins-
trumentos jurídicos aplicables al comercio y al mercado. Esta adaptación obliga
a los países que sufren un proceso de liberalización al uso del derecho compa-
rado; en particular, al de los países que han operado en condiciones de mercados
abiertos o semiabiertos. Así, la intensificación de los intercambios comerciales
crea una atmósfera favorable a la recepción de los principios, instituciones y
procedimientos comunes a las economías de mercado. Simultáneamente, el ma-
yor peso específico de los instrumentos internacionales obliga a adaptar las nor-
mas e instituciones internas al marco jurídico externo, especialmente en los
sectores más expuestos a este intercambio.78 Sin embargo, las influencias extran-
jeras no pueden recibirse sin más en el orden jurídico nacional, sino que tienen
que ser sometidas a un proceso de adaptación y armonización con el derecho
existente, lo que implica en muchas ocasiones que se modifiquen o adquieran
matices propios.

Una parte importante de las modificaciones en el subsistema jurídico mexi-
cano se explica dentro de esta dinámica, particularmente en la legislación rela-
cionada con los distintos sectores económicos. El ejemplo más evidente de esta
situación se encuentra en la legislación aplicable al comercio exterior79 (inclu-
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76 Ésta no es una situación exclusiva de México, otros países con esquemas regulatorios y
‘‘modernizadores’’ similares las han enfrentado también. Véase, por ejemplo, Crozier, op. cit. supra,
nota 70, pp. 36 y ss.

77 Recientemente, el presidente Zedillo anunció un programa integral para reducir los trámites
ante la administración pública que afecta al conjunto de las entidades de la administración pública
federal y paraestatal.

78 Al respecto, véase Aguilar Álvarez, op. cit. supra, nota 48, pp. 627 y ss.
79 Un buen ejemplo de esta situación la constituyen la legislación mexicana en materia de prác-

ticas desleales de comercio internacional. De unos cuantos artículos generales en la Ley de Comercio
Exterior de 1986, pasamos a una reforma sustantiva que en 1988 desarrolló con mayor detalle el régi-
men mexicano en esta materia. Este régimen era complementado por el Código Antidumping del
GATT. Posteriormente, la nueva Ley de Comercio Exterior de 1993 modificó sustancialmente el régi-
men aplicable resultado de la experiencia adquirida por las autoridades encargadas de administrar el
sistema como de las negociaciones internacionales de México en la materia. Esta nueva legislación



yendo la operación de las aduanas), la inversión y la propiedad intelectual. Su
evolución se explica fundamentalmente en su adecuación a las nuevas condicio-
nes de operación del modelo económico y su articulación con el marco regula-
torio internacional y las obligaciones de México derivadas de éste. En otros
casos, las reformas provocadas por este cambio fueron menos dramáticas, pero
no por ello de menor importancia. Tal es el caso, por mencionar algunos ejem-
plos, de las reformas a la Ley de Profesiones,80 la Ley de Expropiación,81 la Ley
de Adquisiciones y Obras Públicas82 o la legislación financiera.83

Algunos autores han identificado los cambios a la legislación como una con-
secuencia directa del TLCAN. Creemos que este punto de vista no es del todo
exacto. Veamos por qué. Si bien es cierto que este instrumento jugó un papel
articulador de muchas de las modificaciones legislativas; en realidad, los cambios
en la legislación eran necesarios para implementar la política de apertura econó-
mica y comercial, con o sin TLCAN. La atención pública que capturó el Tratado
oscureció el hecho de que muchos de los cambios fueron hechos antes de su
negociación (véase los anexos 2 y 3). Otras debieron esperar su firma por razones
de estrategia política o de negociación. En este sentido, la agenda legislativa
quedó relativamente dependiente del Tratado, aunque no por razones de conte-
nido.
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es complementada por los acuerdos en materia de dumping, subsidios y salvaguardas de la OMC.
Por otro lado, el ámbito de aplicación del comercio internacional se ha extendido y hecho cada vez
más complejo. Así, éste no sólo comprende las reglas aplicables, eliminar los obstáculos arancelarios
y no arancelarios al comercio de mercancías, sino que abarca también aspectos como las normas
técnicas, las prácticas desleales al comercio, las reglas de origen, la valoración aduanera, las salva-
guardas, los procedimientos aduaneros y las compras gubernamentales. A estos sectores se han aña-
dido el comercio de servicios, fundamentalmente los transportes y las telecomunicaciones, la
inversión y la propiedad intelectual.

80 El decreto que reforma, adiciona y deroga disposiciones de diversas leyes relacionadas con
el TLCAN, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de diciembre de 1993 (Decreto
TLC), modificó su artículo 15 para establecer que ‘‘los extranjeros podrán ejercer en el Distrito
Federal las profesiones que son objeto de esta ley, con sujeción a lo previsto en los tratados inter-
nacionales de los que México sea parte’’.

81 El mismo Decreto TLC modificó el artículo 21 de esta ley para establecer: ‘‘la aplicación de
ésta [ley] se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto por los tratados internacionales de que México
sea parte y, en su caso, en los acuerdos arbitrales que se celebren’’.

82 Diversas disposiciones de esa ley reconocen expresamente el régimen derivado de los tratados
internacionales. Véase Hernández Espíndola, Olga, ‘‘La nueva dimensión de la actividad contractual
del Estado en la Ley de Adquisiciones y Obras Públicas’’, en op. cit. supra, nota 54, en especial pp.
541 y ss.

83 El Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley
para Regular las Agrupaciones Financieras, Ley de Instituciones de Crédito, Ley General de Orga-
nizaciones y Autoridades Auxiliares del Crédito, Ley del Mercado de Valores, Ley de Sociedades
de Inversión, Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros y Ley Federal de
Instituciones de Fianzas, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 23 de diciembre de 1993,
incorporó en esas leyes el reconocimiento expreso del régimen derivado de los tratados internacio-
nales y de las nuevas circunstancias económicas.



Desde otro punto de vista, el nuevo diseño de una economía de mercado re-
quería de la creación, desarrollo o modificación de ciertas instituciones jurídicas
hasta entonces poco o insuficientemente contenidas en la legislación nacional.
Un ejemplo notable fue la actualización del régimen en materia de competencia
económica,84 protección al consumidor,85 correduría pública,86 sociedades mer-
cantiles,87 cámaras de comercio, juicios mercantiles y arbitraje comercial.88 Algunos
otros sectores, por ejemplo, el de quiebras o garantías prendarias, quedaron pen-
dientes debido a su dificultad técnica y económica. Lo importante es destacar
que una parte de los cambios se explican en el diseño de los instrumentos jurí-
dicos necesarios en una economía de mercado.89

3. La nueva dimensión del Estado

Durante el periodo que analizamos, el Estado modificó su tamaño, funciones
y relaciones entre los diferentes poderes y con la sociedad. Todo lo anterior im-
plicó cambios constitucionales y legislativos importantes, acotados simultánea-
mente por la relación del propio Estado en la dimensión internacional.

a) En su tamaño

En primer término, destaca el proceso de privatización al que ya nos referimos
anteriormente (ver supra, capítulo tercero). Esto implicó diferentes cambios le-
gislativos y regulatorios incluyendo cambios en la Ley Orgánica de la Adminis-
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84 Véase Castañeda Gallardo, Gabriel, ‘‘Bases para el nuevo derecho de competencia económica
en México’’, en op. cit. supra, nota 54, pp. 665-679; Instituto de Investigaciones Jurídicas, En torno
a la Ley Federal de Competencia Económica, México, UNAM, 1994; Fundación Konrad Adenauer,
Competencia económica y Tratado de Libre Comercio, México, Fundación Konrad Adenauer, 1994.

85 Es interesante hacer notar que, en el artículo 1 de esta ley, se reconocen los derechos de los
consumidores, que se inspiran de la Carta de Protección de los Consumidores aprobada por la Asam-
blea Consultiva del Consejo de Europa de 1973, el Programa Preliminar de la Comunidad Económica
Europea para una Política de Protección e Información a los Consumidores de 1975 y las Directrices
para la Protección de los Consumidores, aprobadas por la Asamblea General de las Naciones Unidas
en 1985. Para otro ejemplo de la influencia del derecho internacional sobre el derecho interno, véase
Ovalle Favela, José, ‘‘La nueva Ley Federal de Protección al Consumidor’’, en op. cit. supra, nota
54, pp. 695-704.

86 Véase Ramírez Nareza, Roberto, ‘‘La reforma en materia de correduría pública’’, en op. cit.
supra, nota 54, pp. 705-722; Díaz de Rivera Álvarez, Guillermo, ‘‘Comentarios a las reformas a la
Ley General de Sociedades Mercantiles y a la nueva Ley Federal de Correduría Pública’’, en op.
cit. supra, nota 58, pp. 231-247.

87 Véase Díaz de Rivera, op. cit. supra, nota 86.
88 Véase Cantú Cervera, Napoleón, ‘‘Código de Comercio y Ley General de Sociedades Mer-

cantiles’’, en op. cit. supra, nota 54, pp. 649-664.
89 Para una discusión específica sobre este punto y su influencia en el derecho privado, véase

Kozolchyk, Boris, El derecho comercial ante el libre comercio y el desarrollo económico, México,
MacGraw-Hill, 1996.



tración Pública y la Ley Federal de Entidades Paraestatales. Dentro de este me-
canismo, es importante destacar los procesos de desincorporación de las institu-
ciones de crédito que implicaron cambios al conjunto de la legislación financiera.
Las modificaciones a esta legislación fueron aún más lejos, pues la intención
final era la modernización del conjunto del sector financiero.90

El Estado otorgó autonomía a un número importante de instituciones que se
encontraban dentro del ámbito de la administración pública centralizada o des-
centralizada. En éstas destaca la autonomía del Banco de México, de la Comisión
Nacional de Derechos Humanos y de la Comisión Federal de Competencia Eco-
nómica. Sobre este aspecto volveremos adelante (véase infra, sección B).

b) En sus funciones

Desde el punto de vista de las finanzas públicas, la reforma impositiva91 obli-
gó a modificaciones profundas del conjunto de la legislación fiscal, incluyendo
el Código Fiscal de la Federación y las leyes de los impuestos sobre la renta, al
valor agregado, al activo, la de coordinación fiscal y la aduanera.92

En materia de procedimiento administrativo, se intentó proseguir con los es-
fuerzos de simplificación administrativa mediante una ley marco que rigiera de
manera uniforme los múltiples procedimientos administrativos existentes. El ins-
trumento fue la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, que estableció un
procedimiento único e introdujo algunos elementos de transparencia y eficien-
cia procesal en su desarrollo. Sin embargo, esta ley, además de algunas deficiencias
técnicas, excluye de su ámbito las materias fiscal, financiera, de responsabilidad
de los servidores públicos, electoral, competencia económica, justicia agraria y
laboral, así como al Ministerio Público. Como puede verse, su ámbito de apli-
cación queda así relativamente limitado.

Respecto de la conducta de los funcionarios públicos, objeto de preocupación
constante por parte de la sociedad, particularmente después de los excesos de la
década de 1970, el presidente De la Madrid impulsó una reforma integral que
buscó crear un régimen estricto de responsabilidad de servidores públicos. Esta
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90 Un comentarista señala: ‘‘todas estas reformas se rigen por orientaciones generales de política
económica tales como la modernización e internacionalización del mercado de valores; la globali-
zación ordenada de los servicios financieros no bancarios, la desregulación de las operaciones y la
simplificación administrativa’’. Véase Balmori Iglesias, Ángela, ‘‘Modernización del mercado de va-
lores 1988-1993’’, en op. cit. supra, nota 54, p. 485; véase, también, Valdez Abascal, Rubén, op.
cit. supra, nota 62, pp. 106-114.

91 Como ya se señaló (véase supra capítulo tercero), esta reforma que comenzó, al menos, en
1987 pretendía, entre otros objetivos, hacer más equitativa la distribución de la carga fiscal, reducir
las distorsiones, hacer competitivo el sistema tributario, combatir la evasión y elusión, elevar la
recaudación y simplificar las disposiciones tributarias. Véase Romano Mussali, Emilio, ‘‘La política
tributaria de 1988 a 1994’’, en op. cit. supra, nota 54, p. 582.

92 Ibidem, pp. 582 y ss.



reforma incluyó modificaciones a la Constitución, la expedición de una nueva
Ley de Responsabilidad de Servidores Públicos, cuyas últimas reformas datan
de mayo de 1995, y una Secretaría, aún dependiente del propio Ejecutivo, en-
cargada de administrarla.93

c) En sus relaciones

Como ya se apuntó, el Estado modificó sus relaciones tanto en su interior,
con otros poderes y las entidades federativas, como en su exterior, con la so-
ciedad.

1) Internas

El nuevo diseño supuso modificaciones progresivas que limitaran el predo-
minio del Ejecutivo en favor de los poderes Legislativo y Judicial. Lo anterior
se ha logrado paulatinamente, tanto por efecto de las reformas mismas, como
por la transformación del sistema político en su conjunto. Analizaremos respec-
tivamente las modificaciones a cada uno de los poderes.

En cuanto al Congreso, desde 1982 se inició una serie de reformas a la Cons-
titución que han modificado la integración, funciones, periodos de sesiones y
organización de ambas Cámaras y de la Comisión Permanente.94 Estas reformas
fueron plasmadas en su conjunto en los cambios de 1994 a la Ley Orgánica del
Congreso de los Estados Unidos Mexicanos.95 Estas trasformaciones han aumen-
tado las facultades del Poder Legislativo en el control del gobierno, en su auto-
nomía y representatividad. El comportamiento de un Congreso independiente y
responsable depende, en última instancia, de la evolución del sistema político en
su conjunto y de las condiciones materiales del propio Poder Legislativo. Las
modificaciones, sin ser completas, han evolucionado en esta dirección.

El Poder Judicial federal sufrió una reforma, largamente esperada,96 que in-
cluyó modificaciones en la integración y funciones de la Suprema Corte, la crea-
ción del Consejo de la Judicatura como órgano especializado de gobierno y
administración de los tribunales federales, y las modificaciones en materia de
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93 Véanse los estudios publicados en Orozco Henríquez, Jesús, y Soberanes Fernández, José
Luis (eds.), La responsabilidad de los servidores públicos, México, Porrúa, 1984.

94 Por ejemplo, se modificó el número de diputados (de cuatrocientos a quinientos) y senadores
(de sesenta y cuatro a ciento veintiocho), de un sólo periodo ahora existen dos, las Cámaras tiene
nuevas funciones en la ratificación de algunos nombramientos del Ejecutivo (i. e. el procurador ge-
neral de la República, de los consejeros electorales, de los ministros de la Suprema Corte y los
magistrados del Tribunal Electoral, etcétera).

95 Véase Pedroza de la LLave, Susana, El control del gobierno: función del Poder Legislativo,
México, INAP, 1996, pp. 75-80 y 93-107.

96 Un comentarista ha señalado: ‘‘que dicho sistema requería, desde hace tiempo, una profunda
transformación que lo pusiera al nivel de otros ámbitos de la vida nacional, es algo que apenas cabe
poner en duda’’. Fix Fierro, Héctor, ‘‘Reformas y adiciones a la Constitución Federal en materia de
administración de justicia’’, Anuario Jurídico 1994, 1995, p. 43.



acciones de inconstitucionalidad, controversias constitucionales, declaración
general de inconstitucionalidad y el juicio de amparo.97 Esta reforma fue com-
plementada con la expedición de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fede-
ración y la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. El cambio responde a
uno de los imperativos más importantes del nuevo diseño económico y social:

la conveniencia de sujetar los conflictos de una sociedad cada vez más compleja
y plural a los procedimientos y los órganos del derecho, esto es, en última instan-
cia, a los tribunales, como única forma de dar mayor certidumbre a las relaciones
sociales; de restaurar por la vía del derecho la legitimidad que en ocasiones es
incapaz de lograr la política y, en suma, de acrecentar la estabilidad de las insti-
tuciones.98

Sin embargo, quedan problemas por resolver tanto de naturaleza jurídica
como institucional; en particular, la combinación del modelo de tribunal consti-
tucional con el de tribunal de casación. Esta combinación tendría que evolucionar
hacia una auténtica diferenciación funcional y procesal entre el control de lega-
lidad y el control constitucional. Institucionalmente, la reforma se enfrenta a re-
tos de largo plazo, como la implantación de la carrera judicial, y el mejoramiento
de las condiciones materiales de la impartición y acceso a la justicia. Externa-
mente, debe avanzarse también en la reglamentación de la profesión jurídica.

A partir de la década de 1980 se modificó también la relación entre el go-
bierno federal y los estados de la Federación, particularmente en materia de dis-
tribución del ingreso entre la Federación y las entidades federativas a través del
Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, que permitió incrementos en los fon-
dos de participación.99 Además, debe destacarse la transferencia de responsabi-
lidades y recursos en materia educativa y de salud a las entidades federativas. El
conjunto del sistema parece evolucionar hacia una mejor distribución del ingreso
nacional y una descentralización de las funciones básicas (educación, salud, vi-
vienda) y de los recursos asociados a ellas.

2) Externas

El Estado modificó sus relaciones ‘‘externas’’ en tres ámbitos de enorme im-
portancia. Estos incluyen sus relaciones con las iglesias, la educación y el campo.
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97 Ibidem, pp. 45-50. Véase, también, Carpizo, Jorge, ‘‘Reformas constitucionales al Poder Ju-
dicial Federal y a la jurisdicción federal constitucional’’, en Boletín Mexicano de Derecho Compa-
rado, vol. XXVIII, núm. 83, 1995, pp. 807-842.

98 Fix Fierro, Héctor, op. cit. supra, nota 96, pp. 43-44.
99 Véase Rangel Hinojosa, Raúl, ‘‘La evolución de la distribución del ingreso nacional a las

entidades federativas’’, en op. cit. supra, nota 54, pp. 569-581.



Las relaciones entre el Estado y las iglesias en México han sido extraordina-
riamente complejas.100 El régimen posrevolucionario estableció como uno de sus
principios fundamentales no sólo la separación, sino la negación de la persona-
lidad jurídica de las iglesias. Estas agrupaciones, como sus ministros, tenían sus
derechos y ámbitos de acción limitados.101 Con el transcurso del siglo, las iglesias
y el Estado encontraron un modus vivendi en el cual los preceptos constitucionales
no se aplicaban y las iglesias,102 fundamentalmente la católica, otorgaban un apoyo
implícito al régimen. La evolución de esta situación y de la propia sociedad llevó a
la necesaria redefinición de sus relaciones hacia un régimen de plena separación.103

Las reformas a los artículos 3, 5, 24, 27 y 130 de la Constitución, así como
la promulgación de la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público, establecie-
ron el nuevo régimen de las iglesias en México alrededor de tres ejes: la libertad
religiosa, la figura de las ‘‘asociaciones religiosas’’ y los derechos y obligaciones
de los ministros de culto.104 Estas reformas adecuan el marco normativo en un
sentido moderno en un doble sentido. Por una parte, confirman plenamente el
ejercicio de la libertad religiosa en un ámbito secularizado donde las iglesias son
parte de los actores sociales, pero existe una clara diferenciación entre el ámbito
político y el religioso. Por otro, hacen congruente la práctica social con el marco
jurídico, eliminando uno de los escenarios en los cuales la distancia entre la
norma y su aplicación era mayor.

En materia educativa puede delinearse la reconfiguración de la función edu-
cativa del Estado y de sus relaciones con las instituciones educativas públicas y
privadas. Esto se consiguió mediante cuatro reformas.105 La primera, que data
del 9 de junio 1980, define el ámbito de autonomía de las universidades e ins-
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100 Véase González, María del Refugio, Las relaciones entre el Estado y la Iglesia en México,
México, H. Cámara de Diputados-Instituto de Investigaciones Legislativas, 1992.

101 Un listado de los principios fundamentales en esta materia en Soberanes Fernández, José
Luis, ‘‘Reforma constitucional en materia religiosa’’ en La modernización del derecho constitucional
mexicano, op. cit. supra, nota 58, pp. 210 y ss.

102 Es importante destacar que, como señalamos en el capítulo tercero de este trabajo, el proceso
creciente de pluralidad religiosa en México es otro rasgo de modernidad que obliga al Estado a modi-
ficar su actitud frente a éstas, pues ya no existe un interlocutor único identificado con la Iglesia católica.

103 Sobre el sentido de la reforma, véase Valdez Abascal, Rubén, op. cit. supra, nota 58, pp. 95
y ss. Este autor señala que ‘‘[...] las iglesias no constituyen un peligro para la convivencia armoniosa
de la sociedad. Tampoco se erigen como baluartes que dicten el rumbo de la vida económica de la
nación, ni se perciben como representantes de un poder que, distinto al que la ciudadanía elige por
voto democrático, pretende ser superior al mandato popular e institucional que hemos establecido’’
(pp. 95-96).

104 Ibidem, pp. 214 y ss. Véase, también, Aguilar Álvarez, Horacio, ‘‘La legislación mexicana
en materia de libertad religiosa’’, en op. cit. supra, nota 54, pp. 37-43 y Valdez Abascal, Rubén, op.
cit. supra, nota 58, pp. 86-103.

105 Sobre las reformas constitucionales en materia de educación, véase Melgar Adalid, Mario, ‘‘Las
reformas al artículo 3 constitucional’’, en La modernización del derecho constitucional mexicano, op.
cit. supra, nota 58, pp. 221-233; Fernández Aguirre, Germán, ‘‘Reformas a los artículo 3 y 31 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos’’, en op. cit. supra, nota 54, pp. 205-215.



tituciones de educación superior. La segunda, de enero de 1990, se inscribe en
la nueva relación entre el Estado y las iglesias, y reconoce el derecho de las
comunidades religiosas y ministros de culto de enseñar y el derecho de impartir
educación religiosa en planteles particulares. La educación que imparta el Estado
continuará siendo laica. La tercera, de marzo de 1993, precisa el derecho de los
mexicanos, y la obligación del Estado, de impartir educación preescolar, primaria
y secundaria a quien lo solicite. Además, se eliminó el régimen especial para
obreros y campesinos, eliminando el sesgo ‘‘paternalista’’ de la educación frente
a estos grupos sociales. Finalmente, la cuarta es el reconocimiento implícito del
ámbito de acción de los particulares en la educación mediante la eliminación de
la discrecionalidad completa de que gozaba el Estado para negar o revocar las
autorizaciones otorgadas a éstos para impartir educación. Ahora, los particulares
tienen los medios de defensa para revisar la legalidad de los actos de la autoridad
en esta materia.

A los cambios constitucionales siguió una nueva Ley General de Educación
de julio de 1993 que precisa las atribuciones que, en sus respectivas competencias,
corresponden a las autoridades educativas locales. En síntesis, el Estado rediseñó
sus orientaciones en materia educativa en las siguientes direcciones: reafirma y
precisa sus obligaciones en materia educativa, eliminando ciertos rasgos pater-
nalistas; redefine los ámbitos de competencia entre la Federación, los estados y
los municipios en la materia; reconoce plenamente el ámbito de acción de los par-
ticulares en materia de educación, incluyendo el de las iglesias; y define el ám-
bito de la autonomía de las universidades e instituciones de educación superior.

Otra cuestión importante es la relativa al campo. Los principios del artículo
27 constitucional fueron parte esencial del régimen y del discurso posrevolucio-
nario. En ellos se encontraba un manantial inagotable de legitimidad de la acción
en el programa de reforma agraria, el núcleo de un ‘‘sistema central de asigna-
ción de recursos apropiables’’106 y uno de los mecanismos más importantes de
control político. Sin embargo, el país y su modelo económico cambiaron dejando
al descubierto las contradicciones del texto constitucional.107 La reforma del ar-
tículo 27 es una de las piedras angulares del cambio, porque supone una varia-
ción fundamental de la acción del Estado y sus relaciones en el terreno de la
propiedad agraria y con el campo.
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106 Véase Díaz y Díaz, Martín, ‘‘Las reformas al artículo 27 constitucional. La etapa del ejido
voluntario’’, en La modernización del derecho constitucional mexicano, op. cit. supra, nota 58, pp.
85 y ss.

107 ‘‘La tensión [del texto Constitucional de 1917] proviene de dos móviles igualmente potentes:
la necesidad de modernización institucional y de progreso civil, por una parte, y los requerimientos
de una tradición autoritaria que no termina por aceptar los impulsos autónomos de los agentes pri-
vados, por la otra’’. Ibidem, p. 83.



El examen detallado de las reformas al artículo 27 y la nueva Ley Agraria
exceden con muchos las posibilidades de este análisis, y existen excelentes es-
tudios sobre el tema.108 Lo que nos importa destacar es que esta reforma implicó
un doble movimiento. Por un lado, la introducción formal de los principios de
la economía de mercado al mundo del campo mexicano. Lo anterior permite
certidumbre en las formas de tenencia de la tierra y obliga a la flexibilización
del régimen de propiedad ejidal. Lo anterior se intentó no mediante un ataque
frontal y directo a las formas tradicionales de propiedad, sino a través de su
inserción paulatina en la lógica del mercado.109 Por otro lado, la reforma implicó
la eliminación del régimen patrimonial de excepción mediante la homologación
de las distintas formas de propiedad rural a la propiedad común.110 Lo anterior
significa simplemente la introducción de los principios de modernidad en el sec-
tor que se encontraba anclado, jurídica y materialmente, en los resabios del Es-
tado proveedor y las prácticas tradicionales. Proceso cuya conclusión está aún
por verse.

4. La ampliación de los ámbitos de acción de los ciudadanos

La modernidad supone ámbitos de acción ciudadana definidos, que se con-
cretan en un régimen pleno de derechos humanos y una vida democrática conso-
lidada. En ambos, hubo importantes reformas en el periodo que analizamos.

a) Derechos humanos y reforma penal

El ámbito de acción de los individuos frente al Estado está definido en las
declaraciones de derechos humanos. En México, este régimen se reconoce en el
título primero de la Constitución y en la Declaración Americana de los Derechos
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108 Los objetivos centrales de las reformas jurídicas fueron: ‘‘a) fomentar oportunidades produc-
tivas para la población rural; b) dar el marco jurídico para dejar en libertad al campesino de elegir
la forma de organización y producción que más le convenga; c) elevar a rango constitucional las
formas de propiedad ejidal y comunal de la tierra en su doble acepción de asentamiento humano y
base productiva; d) proteger la integridad de las comunidades indígenas; e) fortalecer la vida en
comunidad de ejidos y comunidades; f) fortalecer los derechos del ejidatario sobre su parcela garan-
tizando la libertad de disposición de la tierra y estableciendo el procedimiento para darle uso o
transmitirla a otros ejidatarios; g) establecer las condiciones para que el núcleo ejidal pueda otorgar
al ejidatario el dominio sobre su parcela; h) poner fin al reparto agrario a través de la supresión
formal de los procesos de ampliación y dotación de tierras, aguas y bosques y la creación de nuevos
centros de población, manteniendo vigentes los de restitución de tierras, bosques y aguas; i) estable-
cer un régimen ordinario de impartición de justicia a través de la creación de los tribunales agrarios;
j) mantener los límites de la pequeña propiedad; k) permitir la participación de las sociedades civiles
y mercantiles en el campo; l) promover normas de asociación y producción del campo para alcanzar
las ventajas de las economías de escala’’. Valdez Abascal, Rubén, op. cit. supra, nota 58, pp. 157
y 158. Véase, también, Díaz y Díaz, Martín, op. cit. supra, nota 106, pp. 81-109; Valdez Abascal,
Rafael, ‘‘La reforma al artículo 27 constitucional’’, en op. cit. supra, nota 54, pp. 336-346; García
Ramírez, Sergio, ‘‘La jurisdicción agraria’’, en op. cit. supra, nota 54, pp. 304-325.

109 Díaz y Díaz, op. cit. supra, nota 106, p. 102.
110 Ibidem, p. 109.



del Hombre y el Pacto Internacional de Derechos Políticos y Sociales ----ver su-
pra, sección I, B, 3, c)----. Su vigencia estaba en entredicho, y al menos se podían
constatar claras violaciones a estos derechos.

El esfuerzo de modernización en esta materia tomó dos rumbos que se antojan
complementarios. El primero fue la creación de organismos de protección de
derechos humanos;111 en particular, la Comisión Nacional de Derechos Huma-
nos. Estos órganos fueron el producto de las exigencias de diferentes grupos
sociales, y al mismo tiempo sensibilizaron a la opinión pública sobre la existen-
cia de estos derechos y sobre la posibilidad de su ejercicio efectivo.112 El efecto
acumulado de su acción protectora, inscrita dentro de la tradición del ombuds-
man,113 generó en la sociedad mexicana y en las instituciones gubernamentales
un ámbito de acción que, sin ser perfecto, apunta en la dirección de una mayor
eficacia del régimen de los derechos humanos.

El segundo rumbo fue el reconocimiento de los derechos de los grupos indí-
genas mediante la reforma al artículo 4 constitucional de enero 1992.114 Esta
reforma, que precedió a la revuelta de Chiapas y sus reivindicaciones jurídicas,
significa el reconocimiento expreso en la Constitución de la diversidad étnica de
la nación, y rompe con el presupuesto de la igualdad, implícito en una parte de la
construcción constitucional.115 Una vez roto ese supuesto igualitario, se abren
las puertas al reconocimiento de otras diferencias. La reforma, cierto, no fue tan
lejos como para reconocer la autodeterminación; es decir, la soberanía de los
pueblos indígenas. Esta idea, jurídicamente, hubiera implicado la ruptura del
concepto de Estado-nacional y, evidentemente, no es admisible en las condicio-
nes actuales.116 Se insinúa, sin embargo, uno de los problemas más difíciles que
deberá enfrentar el derecho a finales de siglo y es el relativo a los diferentes
ámbitos normativos ‘‘autónomos’’ dentro del espacio estatal.

Junto con las modificaciones en el ámbito de los derechos humanos, se dio
en México una reforma integral al derecho penal. En efecto, una mirada a la
amplitud de las modificaciones del Código Penal entre 1982 y 1996 muestra que
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111 Véase Carpizo, Jorge, ‘‘La política mexicana para los derechos humanos. La reforma al
artículo 102 de la Constitución’’, en op. cit. supra, nota 54, pp. 171-185; Fix-Zamudio, Héctor, ‘‘Ar-
tículo 102, apartado B, de la Constitución federal mexicana. Constitucionalización del ombudsman
en el ordenamiento mexicano’’, en La modernización del derecho constitucional mexicano, op. cit.
supra, nota 58, pp 147-190.

112 Véase Fix Fierro, Héctor, ‘‘Los derechos humanos entre necesidad moral y contingencia so-
cial’’, Boletín Mexicano de Derecho Comparado, núm. 84, 1995.

113 Éste es otro ejemplo de la recepción y adaptación de instituciones de derecho comparado en
el derecho mexicano.

114 Véase Madrazo, Jorge, ‘‘La adición al artículo 4 constitucional en materia indígena’’, en op.
cit. supra, nota 54, pp. 234-244.

115 En otra parte, la Constitución tiene disposiciones ‘‘proteccionistas’’ respecto de los campesi-
nos y los obreros, las llamadas garantías sociales.

116 Al respecto, véase supra, la segunda parte del capítulo primero de este trabajo.



este instrumento es, en realidad, prácticamente nuevo117 (véase anexo 5). Sus
reformas se concentran en los periodos que van de 1984-1985 y 1991-1994. Las
modificaciones al Código de Procedimientos Penales también han sido muy sig-
nificativas, a las que se suman, entre otras, la Ley Federal para Prevenir y San-
cionar la Tortura, la Ley de Extradición Internacional, la Ley que Establece
Normas Mínimas sobre Readaptación de Sentenciados y la Ley para el Trata-
miento de Menores Infractores. 

De este modo, las reformas de fondo y procedimiento en materia penal se han
acumulado y muestran un panorama radicalmente nuevo en la materia. En par-
ticular, se reorganizan los ejes de facultades y de articulación de funciones entre
el Ministerio Público, la Policía Judicial, el acusado y su defensa para ampliar el
ámbito de las garantías procesales penales.118

Finalmente, el fenómeno de la delincuencia organizada y su dimensión inter-
nacional obligó a modernizar algunos instrumentos penales para poder comba-
tirlo.119 A una reforma incipiente siguió recientemente la expedición por el
Congreso de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada.120

b) La democracia

Una de las reformas más notables en México ha sido la transformación pro-
gresiva de la legislación electoral. Entre 1977 y 1996, además de las reformas cons-
titucionales, se han aprobado tres leyes electorales: la Ley Federal de Organizaciones
Políticas y Procesos Electorales (LFOPPE, en 1977); el Código Federal Electoral
(CFE, en 1986); y el Código Federal de Instituciones y Procesos Electorales (CO-
FIPE, en 1990). Además, se han llevado a cabo ocho reformas y adiciones: una a
la LFOPPE (enero de 1982), una al CFE (enero de 1988) y cinco al COFIPE (enero
de 1991, julio de 1992, septiembre de 1993, diciembre de 1993, mayo de 1994
y octubre de 1996). Esta evolución es simultáneamente causa y consecuencia de la
transformación de la vida política121 del país a la que ya nos hemos referido.122
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117 Sobre el detalle de las reformas efectuadas a partir de 1989 en la legislación penal, véase
Valdez Abascal, Rubén, op. cit. supra, nota 58, pp. 195-214.

118 Véase Zamora-Pierce, Jesús, ‘‘La reforma de las garantías procesales penales’’, en op. cit.
supra, nota 54, pp. 142-167.

119 Véase Romero Apis, José Elías, ‘‘La reforma penal contra el crimen organizado’’, en op. cit.
supra, nota 54, pp. 130-141.

120 Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 7 de noviembre de 1996.
121 En un excelente estudio de sociología jurídica sobre la legislación electoral se muestra cómo

‘‘la lógica en los cambios que ha introducido la ley en la composición de dichos órganos se debe
no sólo a las simple lógica de niveles crecientes de democratización, sino que la ley y sus mecanis-
mos interactúan con, y se apoyan en, los actores sociales, sus comportamientos y actitudes’’, Mar-
tínez Uriarte, Jacqueline, Organización de las elecciones y participación ciudadana en México. Un
punto de vista de sociología jurídica, Master in the Sociology of Law, Instituto Internacional de
Sociología Jurídica, 1994, p. 4.

122 Véase supra sección II, B del capítulo tercero de este trabajo.



Resultaría imposible analizar en este trabajo el contenido del vertiginoso desa-
rrollo de la legislación electoral que ha implicado modificaciones muy signifi-
cativas en un periodo muy breve de tiempo; entre otros aspectos, en la regulación
del procedimiento electoral, la estructura y funciones de los órganos electorales,
las prerrogativas de los partidos políticos y la justicia electoral. Remitimos a los
estudios que sobre esta materia se han publicado.123 En este trabajo, nos importa
destacar algunas de las grandes tendencias.

Quizá el aspecto más sobresaliente es la transición progresiva, y luego coe-
xistencia, entre un modelo de legitimación corporativa a otro de legitimación
democrático-electoral.124 Lo anterior ha supuesto una modificación progresiva,
frecuentemente a contracorriente de algunos de los agentes político-electorales,
del sistema electoral mexicano y de las prácticas políticas. 

En este camino debe resaltarse que paulatinamente los agentes involucrados
en los cambios, en particular los partidos políticos, han participado cada vez con
mayor importancia en las diferentes negociaciones que han estado en el origen
de la legislación electoral. Al inicio, meros invitados de piedra, fueron posterior-
mente los negociadores reales de las reformas, logrando con ello que las normas
se convirtieran en auténticas reglas del juego creadas y aceptadas, no sin reser-
vas, por los que serían sus principales sujetos. Esto marca una diferencia notable
en las formas de creación del derecho en México.

Los ciudadanos y sus organizaciones han logrado cada vez más un papel en
los procesos electorales. Lo anterior mediante una doble vía. Por una parte, su
creciente participación en los órganos electorales. Esta participación alcanzó
su expresión más acabada en el control del Consejo General del Instituto Federal
Electoral (IFE) por parte de los consejeros electorales y el consecuente decre-
mento del papel del Estado y los partidos políticos en éste y otros órganos elec-
torales.125 La segunda vía de participación es a través de observadores de
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123 Barquín Álvarez, Manuel, La reforma electoral de 1986-1987, vol. 22, San José, IIDH-Capel,
1987; Barquín Álvarez, Manuel, ‘‘Régimen Jurídico de la oposición. Vigencia y perspectivas’’, Anua-
rio Jurídico, vol. XVIII, 1991, pp. 37-51; Andrea Sánchez, Francisco J. de, et al., La renovación
política y el sistema electoral mexicano, México, Porrúa, 1987; Krieger, Emilio, ‘‘Derecho electoral
en julio de 1988’’, en González Casanova, Pablo (ed.), Segundo informe sobre la democracia: Mé-
xico el 6 de julio de 1988, México, UNAM-Siglo XXI, 1990, pp. 14-50; Krieger, Emilio (ed.), Derecho
y legislación electoral. Problemas y proyectos, México, UNAM-Miguel Ángel Porrúa, 1993; Núñez
Jiménez, Arturo, El nuevo sistema electoral mexicano, México, Fondo de Cultura Económica, 1991;
Rodríguez Lozano, Amador, ‘‘El sistema electoral mexicano’’, Cuadernos del Instituto de Investiga-
ciones Jurídicas, vol. III, núm. 8, 1988, pp. 423-441; Barquín Álvarez, Manuel, ‘‘La evolución de
la legalidad democrática. El marco jurídico de las elecciones federales de 1994’’, en Alcocer V., Jorge
(ed.), Elecciones, diálogo y reforma. México, 1994, vol. 1, pp. 175-200; Valdez Zurita, Leonardo, y
Larrosa Haro, Manuel, ‘‘Las reformas electorales, 1989-1993’’, en Alcocer V., Jorge (ed.), Eleccio-
nes, diálogo y reforma. México, 1994, México, Nuevo Horizonte Editores, 1995, vol. 1, pp. 175-199.

124 Véase Martínez Uriarte, Jacqueline, op. cit. supra, nota 121, pp. 3 y ss.
125 Al principio del camino, el Estado tenía el control absoluto de los órganos electorales. Pos-

teriormente, los partidos políticos tuvieron un peso mayor en su conformación. Después, se admitió



organizaciones ciudadanas nacionales, y fenómeno muy significativo, de extran-
jeros,126 en los procesos electorales. Por último, la participación que indicaría
una mayor ‘‘modernidad’’ se daría finalmente en las urnas. Los índices de abs-
tencionismo han variado, desde participaciones muy altas como el proceso fede-
ral de 1994, hasta tasas muy bajas, menores al 50%, en procesos recientes,
particularmente en algunos estados.

El último fenómeno importante es la institucionalización de la materia elec-
toral. En este sentido, es importante destacar que la legalidad electoral ha gene-
rado una dinámica propia que escapa, en cierta medida, al control de los
actores.127 Esta legalidad apunta a la necesidad de contar con instituciones im-
parciales de aplicación estricta del derecho que desempeñen un auténtico papel
de ‘‘terceros’’ en la administración y juicio del proceso electoral.128 En este sen-
tido, la desconfianza generada y la tradición autoritaria impulsan la creación pro-
gresiva de instituciones ‘‘modernas’’ en las que debe destacarse no sólo la
creación de un órgano electoral autónomo, sino también los avances en materia
de justicia electoral que concluyen con la integración del Tribunal Electoral al
Poder Judicial federal, modificaciones en la competencia de la Suprema Corte
en materia electoral129 y la expedición de una ley específica en materia de medios
de impugnación electoral. Este aspecto nos permite entrar en el análisis de los
aspectos institucionales de la reforma legal en México.

B. Aspectos institucionales

Una visión completa de la evolución del sistema mexicano debe tomar en
cuenta no sólo los instrumentos normativos, sino también el entramado institu-
cional que los soporta.130 En general, puede admitirse que, a mayor complejidad
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la participación de los ciudadanos junto con el Estado y los partidos políticos. La última reforma
constitucional dejó a estos últimos sólo con voz en el Consejo General del IFE. Los votos son pre-
rrogativa exclusiva de los nueve consejeros electorales, teóricamente sin afiliación partidista ni gu-
bernamental.

126 Esto muestra bien cómo los fenómenos de democratización entran también dentro de los
ámbitos globalizados.

127 Esta idea ha sido desarrollada originalmente por: Martínez Uriarte, Jacqueline, op. cit. supra,
nota 121, pp. 7 y ss.

128 Esta lógica explicaría, en parte, el proceso de ‘‘ciudadanización’’ de los órganos electorales.
129 La reforma constitucional del 22 de agosto de 1996 elimina la excepción de la materia elec-

toral en la fracción II del artículo 105, que precisa que los sujetos que pueden impugnar leyes
electorales locales (partidos políticos) y establece que la inconstitucionalidad de las leyes electorales
sólo pueden impugnarse en los términos de ese artículo.

130 Entenderemos ‘‘instituciones’’ en un sentido restrictivo, como organismos formales. Estos
proporcionan estructuras formales de interacción humana que, por lo general, son normativamente
orientadas. Aunque sin compartir esta proposición, para una discusión sobre la manera en que las
instituciones (entendidas como las reglas del juego), los organismos y los cambios institucionales



de los agentes y relaciones sociales, sigue una mayor complejidad institucional
y de las relaciones que se establecen entre éstas. Junto con lo anterior, en un
sistema moderno, el principio de la especialización guía el desarrollo institucio-
nal. Así, algunas instituciones adquieren un carácter predominantemente técnico
para poder cumplir con sus funciones.

Durante los últimos veinte años, el entramado institucional en México se ha
modificado significativamente. De modo muy esquemático, es posible sostener
que, a principios de la década de 1970, en México el modelo de desarrollo ins-
titucional diseñado en la Constitución real131 correspondía, a pesar de sus rasgos
formalmente modernos, a uno predominantemente autoritario. En este modelo,
el Poder Ejecutivo, en particular el presidente, dominaba sobre el conjunto del
sistema. El Ejecutivo aglutinaba la mayor parte de las funciones económicas y
políticas, incluso judiciales, ejerciéndolas con un grado de especialización rela-
tivamente limitado. Además, dominaba claramente sobre los poderes Legislativo
y Judicial; las relaciones funcionales entre estas dos últimas instituciones eran
prácticamente inexistentes.

El modelo anunciaba ya dos rasgos característicos que vale la pena destacar
y que, como veremos adelante, se desarrollan notablemente después. El primero
es que, entre el Poder Ejecutivo y el Judicial, se crean instituciones intermedias,
dependientes del Ejecutivo, cuya función es articular las funciones de comuni-
cación entre los órganos administrativos, judiciales y la sociedad. Estas institu-
ciones, denominadas procuradurías, cumplen una función específica dentro del
sistema de impartición de justicia. El segundo es la creación de órganos juris-
diccionales especializados alrededor del Poder Judicial. El hilo que une el siste-
ma se hace a través de instrumentos procesales, fundamentalmente el juicio de
amparo. El siguiente diagrama intenta sintetizar esta situación.
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afectan el desempeño económico, véase North, Douglass C., Institutions, Institutional Change and
Economic Performance, Cambridge, Cambridge University Press, 1990, (Instituciones, cambio insti-
tucional y desempeño económico, tr. de Agustín Bárcena, México, Fondo de Cultura Económica,
1993).

131 Entendemos por Constitución real el modo efectivo de organización política y social. En
ésta, las normas juegan un papel estructurante, pero no definitorio de la acción de los agentes
sociales.





Por otro lado, se han separado del Poder Ejecutivo varias instituciones alta-
mente especializadas y autónomas (i. e. la Comisión Nacional de Derechos
Humanos, la Comisión Federal de Competencia Económica, la Comisión Regu-
ladora de Energía, el Banco de México, el IFE) cuyas funciones deberían, a largo
plazo, alcanzar una autonomía funcional plena.132 Otras instituciones dependen
aún funcionalmente del Ejecutivo, pero tienen grados relativos de autonomía téc-
nica y, en algunos casos, jurídica (i. e. la Comisión Federal de Telecomunica-
ciones, la Unidad de Prácticas Desleales de Comercio Internacional o el Instituto
Nacional de Ecología).

El Poder Judicial se ha fortalecido en sus funciones y facultades. Alrededor
de este poder se han creado nuevas instancias especializadas (i. e. Tribunal Elec-
toral y los tribunales agrarios) y otras han adquirido mayor presencia (i. e. el
Tribunal Fiscal de la Federación). Es interesante observar que muchas de estas
instancias jurisdiccionales dependen formalmente del Ejecutivo (i. e. el Tribunal
Fiscal), pero gozan de una independencia notable. Otras son parte del Poder Ju-
dicial, pero tienen un grado de independencia relativo (i. e. el Tribunal Electoral).
Todas estas instancias están, en último término, ligadas al Poder Judicial a través
del juicio de amparo.

Entre el Poder Judicial y el Ejecutivo han aparecido nuevas procuradurías,
todas dependientes del Ejecutivo, que adquieren ámbitos específicos de respon-
sabilidad y que coinciden con problemas sociales determinados (i. e. Procuradu-
ría del Consumidor, Procuraduría Federal del Medio Ambiente, Procuraduría del
Menor y la Familia, etcétera).

Finalmente debe señalarse que en este sistema juegan también un papel im-
portante las instituciones internacionales (i. e. OMC, OIT, OCDE) y los mecanis-
mos de solución de controversias pactados por México; particularmente, en el marco
del TLCAN.133 El conjunto de este panorama se resume en la gráfica 4.20.

La situación descrita anteriormente parece suficiente para afirmar que el país
tiene hoy un complejo sistema institucional que contiene algunos de los rasgos
de especialización y autonomía propios de los sistemas modernos. Sin embargo,
debe reconocerse que éste no fue el resultado de un diseño explícito, sino la
suma de las modificaciones sectoriales. Por ello, las relaciones entre las institu-

222 SERGIO LÓPEZ AYLLÓN

132 En efecto, la autonomía legal no ha garantizado en todos los casos una autonomía de facto.
Esto puede explicarse por varias razones (i. e. la fuerza de la inercia de un funcionamiento tradi-
cionalmente dependiente de la voluntad del Ejecutivo o la simple la juventud de estas instituciones). Lo
anterior no obsta para que, a largo plazo, se pueda generar una auténtica función autónoma.

133 El TLCAN tiene tres mecanismos de solución de controversias. El inversionista Estado (ca-
pítulo XI), los especiales en materia de dumping y subsidios, en particular la revisión por páneles
binacionales de las decisiones de la SECOFI (capítulo XIX), y el mecanismo general de solución
de controversias entre Estados (capítulo XX). A éstos deben añadirse los mecanismos de solución de
controversias en materia ambiental y laboral, administrados principalmente por las Comisiones de Coo-
peración Ambiental y Laboral de América del Norte.



ciones y el grado en que será eficiente en su conjunto es todavía una pregunta
abierta. En otros casos, las instituciones están sujetas a inercias importantes que
no les han permitido ejercer plena e independientemente sus funciones. Por otro
lado, puede argumentarse que existen aún un número significativo de organismos
que podrían crearse para completar algunas funciones todavía hoy demasiado
confundidas con los órganos ejecutivos; por ejemplo, un tribunal de cuentas o
un órgano en materia de medios de comunicación.134 Así, es probable que, en
el futuro, el entramado institucional sufra aún cambios y ajustes importantes.

Finalmente, en todo este conjunto cabe preguntarse cuáles son las expectativas
de los ciudadanos frente al funcionamiento del derecho y de sus instituciones.
En otras palabras, si es cierto que el derecho ha cambiado y se ha progresiva-
mente modernizado, ¿este cambio corresponde también a un cambio de actitudes
de los ciudadanos? La siguiente sección intentará responder a esta pregunta.

III. LOS MEXICANOS Y EL DERECHO

Como hemos intentado mostrar, la sociedad mexicana y su marco jurídico e
institucional han experimentado modificaciones muy evidentes en los últimos
veinte años. Con lo anterior, parece obvio suponer que las actitudes y valores
de los mexicanos han cambiado también. Sin embargo ¿cómo y en qué medida
esta afirmación es cierta?, ¿cuáles son los criterios de comparación? y, para efec-
tos de nuestro estudio, ¿de qué manera han afectado estos cambios a las opinio-
nes y actitudes de los mexicanos frente al derecho? o, dicho de otra manera,
¿junto con la modernización del marco jurídico, tenemos hoy una actitud más
‘‘moderna’’ frente al derecho y sus instituciones?

Estas preguntas no tienen una respuesta sencilla, fundamentalmente porque
las actitudes y valores de los mexicanos han sido muy poco estudiadas y docu-
mentadas. Además de los estudios de carácter cultural,135 sólo recientemente se
ha investigado de manera científica y sistemática los valores de los mexicanos.136
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134 Véase Cárdenas Gracia, op. cit. supra, nota 21, pp. 243 y ss.
135 Entre estos cabe mencionar los clásicos de Ramos, Samuel, El perfil del hombre y la cultura

en México, México, Imprenta Mundial, 1934, y Paz, Octavio, El laberinto de la soledad, México,
Fondo de Cultura Económica, 1993. Otros estudios en la misma línea son: Zea, Leopoldo, Concien-
cia y posibilidad de lo mexicano, México, Porrúa, 1945; Villegas, Abelardo, La filosofía de lo me-
xicano, México, UNAM, 1960; Bartra, Roger, La jaula de la melancolía, Grijalvo, México, 1987.

136 Entre estos, véase Béjar Navarro, Raúl, El mexicano. Aspectos culturales y psicosociales,
México, UNAM, 1988; Alducin, Enrique, Los valores de los mexicanos. México: entre la tradición
y la modernidad, México, Fomento Cultural Banamex, 1989; Alducin, Enrique, Los valores de los
mexicanos. En busca de una esencia, México, Grupo financiero Banamex-Accival, 1993; Beltrán,
Ulises; Castaños, Fernando, et al., Los mexicanos de los noventa, México, UNAM, Instituto de In-
vestigaciones Sociales, 1996. Vale la pena añadir que este tipo de estudios presenta dificultades muy
importantes de tipo teórico, metodológico y financiero.





Estos últimos estudios contienen datos que, indirectamente137 y sin ser definiti-
vos, arrojan luz sobre las preguntas que intentamos responder respecto de la ac-
titud de los mexicanos frente al derecho.

En esta sección presentaremos, en primer lugar, algunos datos sobre la per-
cepción de los mexicanos sobre el derecho (A), para posteriormente explicarlos
dentro de un modelo de coordinación social (B).

A. Una percepción equívoca

Los datos que mostramos a continuación están basados en una encuesta na-
cional levantada en junio de 1994 como parte de una investigación de un equipo
del Instituto de Investigaciones Sociales de la UNAM, cuyo objetivo fue estudiar
si las transformaciones en las actitudes y los valores de la sociedad mexicana en
las últimas décadas corresponden a procesos de modernización. Los resultados
preliminares fueron publicados en 1996.138

En ese trabajo se considera que un valor ‘‘es un nodo mayor en una red apre-
ciativa y está vinculado con las representaciones y las normas socialmente com-
partidas que dan sentido y orden a los hechos’’.139 La investigación se aleja de
las aproximaciones de psicología social para poner atención a los esquemas de vida
social, tratando las formas de ser como productos sociales. En concreto, ‘‘se asu-
me que los códigos que rigen la acción tienen un carácter colectivo, y han sido
construidos históricamente. Por lo tanto, puede existir una pluralidad de identi-
dades que cambien e inclusive se opongan entre sí’’140 (énfasis añadido). En este
sentido, la sociedad puede entenderse como ‘‘la articulación de configuraciones
culturales posiblemente diversas’’.141

Seleccionamos para este trabajo algunas preguntas que, junto con los resulta-
dos del conjunto del estudio, nos parece que permiten tener, a grandes trazos,
un diagnóstico sobre algunas actitudes y valores de los mexicanos respecto del
derecho y sus cambios.
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137 Ninguna de las encuestas citadas se propuso como un objeto específico de investigación de
los valores y conducta de los mexicanos frente el derecho; sin embargo, algunos de los temas in-
vestigados abordan directa o indirectamente esta cuestión.

138 Véase Beltrán, op. cit. supra, nota 136, p. 15. El tamaño de la muestra nacional fue de tres
mil cuatrocientas dieciséis entrevistas (elaboradas en tres versiones cada una con setenta y cinco
preguntas de opinión y dieciséis preguntas de información sociodemográfica) aplicado en ciento no-
venta y cinco localidades pertenecientes a noventa y cuatro municipios del país, clasificados en seis
dominios de estudio. Los resultados permiten presentar resultados tanto a nivel nacional como por
grados de urbanización. Para la descripción de la encuesta, véase pp. 19-22; la nota metodológica,
en las pp. 189 y ss.

139 Ibidem, p. 17.
140 Ibidem, p. 18.
141 Idem.



















y el resto, en un espacio de transición de fronteras inciertas. La estratificación
social, la edad, la educación y el medio urbano serían, entre otros, factores que
inciden en la ubicación de los agentes sociales dentro de este espectro.

Trasladado al campo jurídico, no resulta sorprendente que el cambio que re-
visamos muestre contradicciones importantes. La modernidad se instaló parcial-
mente en el derecho, pero sobreviven patrones normativos y de comportamiento
inscritos en los viejos modelos. Así, aunque el conjunto del sistema probable-
mente tuvo ya el cambio más importante, requerirá de ajustes en el futuro.

En síntesis, existen indicios de que la modificación del marco jurídico fue
una causa/consecuencia de las transformaciones sociales.153 Ello modificó parcial-
mente las expectativas sociales frente a la función del derecho y el funcionamiento
de las instituciones jurídicas. Sin embargo, este proceso no se desarrolla libre de
tensiones y tiene un carácter diferencial y contradictorio. Diferencial, porque las ex-
pectativas sociales frente al derecho varían en función de los agentes sociales. Con-
tradictorio, porque, junto con las ‘‘modernidad’’, subsisten prácticas y concepciones
‘‘tradicionales’’ sobre el derecho. La tensión entre estas dos fuerzas genera una
dinámica de resultados inciertos. Una parte del país y su población vive en la
modernidad, y otra permanece anclada en la tradición.

Ahora bien, visto a la distancia, esta ‘‘modernización’’ tiene paralelos con
otros procesos de transformación económica e institucional que ha sufrido el
país. Por ello, un agudo analista ha podido afirmar que ‘‘el país que registran las
nuevas leyes es un país posterior a aquello que era, aunque conserva con el que
aspira a suplir al menos un rasgo inconfundible de familia, a saber, que sigue
mediando una distancia notoria entre las leyes y la realidad’’.154 En la siguiente
parte de este trabajo, intentaremos penetrar el substrato de la cultura jurídica
mexicana y su evolución.
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153 El modelo que proponemos no explica las causas de las transformaciones. Una teoría muy
sugestiva en este sentido es la elaborado por la antropóloga Mary Douglas y retomada posteriormente
por Aron Wildavsky y otros autores. Argumentan que la viabilidad de los modos de vida sólo es
posible mediante relaciones de soporte mutuo entre un particular predisposición cultura (cultura bias)
y un patrón específico de relaciones sociales. Así, un cambio en el modo en el cual un individuo
percibe la naturaleza física o humana; por ejemplo, cambia el rango de comportamiento en el que
puede justificar estar comprometido y, por lo tanto, el tipo de relaciones sociales en que éste puede
vivir. En el modelo desarrollado por estos autores, existen cinco ‘‘modos de vida’’ interrelacionados
(jerárquico, igualitario, fatalista, individualista y autónomo). Los individuos modifican sus modos de
vida cuando eventos sucesivos intervienen de tal manera que impiden que los patrones preferidos
de relaciones generan las expectativas que ha generado. Estos movimientos pueden darse en doce
direcciones. La importancia de este modelo reside en que evita las explicaciones dualistas y permite
una explicación de la coexistencia de ‘‘modos de vida’’ dentro de una sociedad, pues cada uno de
los modos de vida sólo puede existir en relación con los otros. Véase Thompson, Michael; Ellis,
Richard, et al., Cultural Theory, Boulder-San Francisco-Oxford, Westview Press, 1990, pp. 1-18 y
69-81.

154 Aguilar Camín, Héctor, ‘‘Compuerta’’, Nexos, num. 61, agosto de 1993, pp. VI y ss.


